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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN 
VARIOS ARTÍCULOS Y SE ADICIONAN MÚLTIPLES PÁRRAFOS Y 
FRACCIONES A LA LEY DEL NOTARIADO PARA EL ESTADO DE 
GUANAJUATO, CONSTITUYENDO UNA PROPUESTA INTEGRAL AL 
SISTEMA ADMINISTRATIVO SANCIONADOR EN MATERIA NOTARIAL, 
PARA ADECUARLA A LAS NECESIDADES ACTUALES DE RESPUESTA 
DEL ESTADO A LAS IRREGULARIDADES DE LOS NOTARIOS 
PÚBLICOS, QUE LESIONAN GRAVEMENTE LA FE PÚBLICA DELEGADA 
POR EL ESTADO, ASÍ COMO LA PROBIDAD, HONESTIDAD Y 
OBJETIVIDAD CON QUE DEBEN ACTUAR EN LA FUNCIÓN NOTARIAL.  
 
DIP. MARTÍN LÓPEZ CAMACHO. 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA 
DE LA LXV LEGISLATURA DEL ESTADO DE  
GUANAJUATO.  
P R E S E N T E. 
 
ALEJANDRO ARÍAS ÁVILA proponente y quienes suscriben, Diputadas y 
Diputados integrantes de la LXV Legislatura del H. Congreso del Estado de 
Guanajuato y del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 
Institucional, con fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artículo 56 
de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, así como en el 
artículo 167, fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 
de Guanajuato, someto a consideración del Pleno para su aprobación, la 
iniciativa que propone la REFORMA DE VARIOS ARTÍCULOS Y SE 
ADICIONAN MÚLTIPLES PÁRRAFOS Y FRACCIONES A LA LEY DEL 
NOTARIADO PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, CONSTITUYENDO 
UNA PROPUESTA INTEGRAL AL SISTEMA ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR EN MATERIA NOTARIAL, PARA ADECUARLA A LAS 
NECESIDADES ACTUALES DE RESPUESTA DEL ESTADO A LAS 
IRREGULARIDADES DE LOS NOTARIOS PÚBLICOS, QUE LESIONAN 
GRAVEMENTE LA FE PÚBLICA DELEGADA POR EL ESTADO, ASÍ 
COMO LA PROBIDAD, HONESTIDAD Y OBJETIVIDAD CON QUE DEBEN 
ACTUAR EN LA FUNCIÓN NOTARIAL, conforme a la siguiente:  

 
EXPOSICION DE MOTIVOS. 

 
Introducción.  

 
Con base en la determinación de que los principios contenidos y 
desarrollados por el derecho penal son aplicables, mutatis mutandis, al  
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Derecho Sancionador administrativo en todas sus vertientes y, por tanto, al 
derecho sancionador notarial, en razón de considerarse como 
manifestaciones del ius puniendi estatal, así especificado por los criterios del 
Poder Judicial de la Federación, a través de la jurisprudencia emitida1; la 
remisión que se hace el Derecho Administrativo Sancionador, a los principios 
del Derecho Penal sustantivo, requiere una interpretación y operación de 
comprensión y aplicación sumamente delicada, pues se trata de ius puniendi 
del Estado, es decir, la facultad de sancionar ciertas conductas o 
comportamientos. 
 
La importancia del tema radica en que, aun cuando se no se ha establecido 
con precisión absoluta cuáles de estos principios son aplicables al sistema 
sancionador administrativo y en particular al sistema de responsabilidad de 
los notarios públicos en el Derecho Notarial; sin embargo, se están 
construyendo los criterios jurisdiccionales y los Principios propia del Derecho 
Notarial, mientras ello ocurre, no es posible dejar de sancionar irregularidades 
administrativas cometidas, pero es importante mencionar además que,  no se 
debe entender que sólo serán aplicables aquéllos principios que regulan en 
estricto sentido la potestad punitiva, que tienen carácter sustantivo, sino 
también las teorías propias del Derecho Penal Sustantivo, en forma conjunta 
con algunos derechos y principios de carácter procesal, como el de debido 
proceso y la garantía de audiencia, por citar sólo dos.  
 
Es por ello que, los principios que deben poner límites al derecho para 
castigar, a la vez funcionan como base sólida para que la autoridad Notarial 
cuando se instaura procedimientos o se debe resolver sobre la 
responsabilidad administrativa ante la queja o denuncia de ciudadanos en 
contra de Notarios Público en esta entidad, debe aplicarlos en forma  
adecuada, adaptándolos, mutatis mutandi, es decir, en la medida de lo 
posible, al Derecho Notarial Sancionador, conforme a los dispuesto en los 
Capítulos IV relativo al Ejercicio del Notariado y la prestación del servicio 
establecido en los artículos 27-A, 27-B y 27-C; así como en el Capítulo XIII, 
denominado de la Responsabilidad Notarial y sus Sanciones , en los artículos 
119 al 124 de la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato. 
 
 
 
 
 

 
1 Tesis y jurisprudencias números S3EL 045/2002 Y S3EL 24/2003. A manera de ejemplo en esta materia. 
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I. Profilaxis, sobre la visión de la sociedad respecto a la función 
del Notario Público en el Estado de Guanajuato, que motiva la 
presente iniciativa. 

 
En Guanajuato y en el país, la función notarial ha sufrido un grave deterioro 
debido a la actuación de ciertos fedatarios públicos que realizan esta noble 
función apartados de los principios de la ética, la moral, el profesionalismo, la 
objetividad, la legalidad, la imparcialidad y otros más que rigen esta función. 
Actuación irregular que ha generado severos daños jurídicos y patrimoniales 
a la ciudadanía que utiliza estos servicios con la confianza de que esta ante 
un profesional del derecho que lo asesorará en forma adecuada.  
 
Es común, que después de obtener los servicios notariales, es hasta pasados 
meses o incluso años, en que los ciudadanos de buena fe que acudieron a 
que se les prestara el servicio se dan cuenta de que el o los instrumentos 
jurídico, confeccionados por “su” Notario Público, contienen errores, 
deficiencias o irregularidades e incluso falsedades que generan que con ese 
motivo sean demandados por terceros afectados en la vía judicial, en la que 
se busca la nulidad de esos actos o hechos jurídicos contenidos en escritura 
pública, ocasionan en su perjuicio los consiguientes costos, pero además, 
cuando son anulados, con el consecuente daño patrimonial y pérdida o 
disminución de derechos. 
 
En otros casos el notario se niega o se abstiene de levantar actas de fe de 
hechos, en los procesos electorales cuando algún ciudadano le solicita su 
intervención, inclusive faltando a la verdad, afirmando, cuando es solicitado: 
“que no está”. En ocasiones el notario levanta el acta conforme a 
instrucciones que recibe del poder político, que influye en él, como 
consecuencia de haber sido designado, como prebenda política o las levanta 
conforme a su interés personal e ideológico, ya sea de mutuo propio o por 
temor a represalias, especialmente de quién vigila su función; y hasta le 
consulta: “si puede prestar el servicio solicitado” para no perder influencias o 
relaciones políticas, económicas y sociales. 
 
La sociedad no está protegida por la legislación nacional o local para evitar 
que por influencia ideológica el notario proceda con parcialidad. La ley, 
aunque tiene limitaciones para el notario, no le impide, como debería ser, 
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desempeñar o haber desempeñado cargo de dirigencia en algún partido o 
asociaciones u organizaciones vinculadas a ellos; no tener ni haber tenido 
cargo de elección popular, ni haber sido postulado candidato, ni participar en 
actos públicos partidistas, o exteriorizar su tendencia ideológica, como se 
impide a todos los demás funcionarios electorales, no obstante, que el notario 
no es un funcionario, es custodio y un medio eficaz de asegurar el orden 
social, que se supone, debe actuar con imparcialidad e independencia. 
  

II. La gravedad de la actuación irregular del Notario Público, como 
génesis de la propuesta. 

 
La Fracción Parlamentaria del Partido Revolucionario Institucional está 
consciente de la molestia de la ciudadanía y cierto sector de los notarios, ante 
la serie de irregularidades que vulneran la fe notarial, sus principios y la alta 
probidad con que debe actuar, y que algunos fedatarios no respetan al 
realizar la función notarial, incluso siendo cómplices de actos realizados por 
particulares que carecen de fíat y se ostentan como notarios, o bien, son los 
notarios quienes dolosamente propician la promoción de sus servicios en 
base a comisiones a través de personas que no son notarios y actúan como 
“gestores de servicios notariales” y se ha vuelto común darse cuenta de casos 
en los que el fedatario permite la suplantación de testigos, o permite que 
terceros usen su firma electrónica o falsifiquen su firma autógrafa, fomenten 
el uso de documentos falsos en los actos jurídicos formalizados, etc.  
 
Los iniciantes tampoco ignoramos que, en otros casos, son los particulares, 
los que en contubernio con un Notario deshonesto, solicitan sus servicios con 
finalidad de crear instrumentos notariales alterados, utilizando folios 
reportados como extraviados o la realización de actos jurídicos en una 
adscripción determinada del estado y hacerla aparecer que se realiza en otra, 
e incluso, actos realizados en Guanajuato y aparentar que fueron realizados 
en otra entidad federativa, por lo tales conductas, son graves y deben ser 
reprochadas por la ley notarial local. 
 
Pero también hay casos en que los usuarios se conducen con falsedad sin 
que el Notario lo perciba, por estar actuando de buena fe, por eso, 
consideramos que, en forma análoga a otras materias, como la de 
responsabilidad administrativa de servidores públicos, hoy la ley ha extendido 
su competencia para sancionar a los particulares relacionados con el uso o 
destino indebido de servicios públicos y sancionar a quien sin tener la calidad 
de servidor público por estar vinculado a dicho beneficios. En tal sentido la  
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Ley del Notariado no puede seguir siendo la excepción, porque como se ha 
señalado existen, afortunadamente Notarios Públicos honestos y probos, 
ante los que sin tener conocimiento los particulares comparecen y se 
conducen con falsedad en la identidad o en los hechos o actos jurídicos a 
formalizar, siendo dicha falsedad la base de la confección de un acto de fe o 
de un instrumento  notarial formalizado y registrado ante la instancias 
competentes, por lo que en estos casos ese particular debe ser sancionado, 
con la confección de una norma en la ley del notariado que equipare esta 
conducta del usuario del servicio notarial al delito de falsedad en 
declaraciones establecido en el Código Penal, al que se le deben imponer las 
penas respectivas, es decir, hacer la remisión a la ley penal. Igual debe ocurrir 
si el notario permite dicha falsedad o una suplantación, el que además de 
responder a la responsabilidad notarial y cualquier otra que se le genere, 
debe ser responsable en el ámbito penal por igual remisión que haga de esto 
la Ley del Notariado local. 
 
Existiendo casos, en que notarios de otras entidades, acuden al estado de 
Guanajuato a recabar firmas de las partes, para simular que el acto jurídico 
fue realizado fuera de esta entidad. La lista de ejemplos de actos irregulares 
es interminable. Por ello, el legislador local debe actuar y reaccionar 
legislativamente, conforme a la política pública, para reformular las causas de 
revocación del fíat, porque si quien recibe una patente de tanta trascendencia 
y que a fin de cuentas se convierte en su patrimonio, no le interesa hacer la 
función notarial con base en los principios que rigen a ésta, con honestidad, 
objetividad e imparcialidad, negándose a realizar actos de hecho o jurídicos 
que no son legales, ni ciertos, esto causa un agravio al Estado mismo que ha  
depositado en el fedatario esta función estatal, agravian al cliente o usuario o 
bien, a terceros, y en general a la sociedad misma, por lo que se considera 
debe revocársele el fíat o patente, como medida preventiva para mitigar la 
serie de actos irregulares que han causado tantos daños patrimoniales a los 
ciudadanos y han sido motivo constante de nulidades en juicio civiles o de 
otra índole. 
 
Sin dejar de mencionar, los casos de “renta” de la notaría por parte del Titular 
a ciertos abogados o despacho jurídico, firmando los instrumentos notariales 
sin siquiera revisar su calidad y veracidad, es decir el uso de terceros, que 
hoy se sanciona con la suspensión de la función, cuando consideramos que 
esta conducta revista tal gravedad que afecta en forma lesa la fe pública y la 
probidad y ética que debe caracterizar al Notario Público, por ello, será la 
afectación tanto a la fe pública, como a la probidad y ética notarial el sustenta 
para ampliar los supuestos de revocación del fíat, porque ello, constituye una  
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ponderación de proporcionalidad y racionalidad constitucional para agravar 
estas conductas y ser consideradas como causal que impida seguir 
desempeñando la función notarial ante el peligro social en que se convierta 
un notario que se ha atrevido a realizar actos con total falta de observancia a 
uno de los principios que lo caracteriza, la fe pública, y la probidad y ética con 
que debe actuar.  Por esto, consideramos que un notario que no es probo y 
honesto no debe continuar ejerciendo tan importante función que en realidad 
es un servicio público de origen estatal delegado a un particular especialista 
en derecho y deben ampliarse y reformularse las causales de revocación del 
fíat en la Ley del Notariado del estado. 
 
Por lo antes señalado, la presente iniciativa aun cuando se trata de la 
reformulación de apartado de sanciones aplicables a los fedatarios públicos, 
nuestra especial mención es a aquellas que tienen como causa la suspensión 
y revocación del fíat o patente notarial, porque es momento de que el Estado 
haga uso proporcional y racional de su poder punitivo para establecer un 
mayor catálogo de conductas de suma gravedad que se cometen en la 
función notarial y que aprovechando la carencia de normas que las sancionen 
están afectando gravemente al estado, a los usuarios de este servicio y a la 
sociedad en general. 
 
Asimismo debemos considerar que existe una deontología notarial, tanto en 
la doctrina, como inserta en las leyes del notariado latino, incluida la de 
Guanajuato, que obliga al Notario Público a cumplir con deberes como: 
conducirse con veracidad; imparcialidad en sus actuaciones; abstención de 
litigar, sobre asuntos donde tenga conflicto de interés; actuar en la función 
notarial en forma personal; actuación eficaz y eficiente; guardar el secreto 
profesional y proteger la información reservada y sensible que conoce con 
motivo de su función; de cobro adecuado, honesto, y justo por sus servicios; 
realizar la función dentro de una competencia leal con sus pares; deber de 
respeto a la competencia territorial que le es asignada por la autoridad que 
regula esta actividad; respeto a su propia actuación notarial y a la de sus 
pares y asumir la responsabilidad social que genera esta delicada función.  
 
Por estas razones, y tomando en cuenta la vulneración de estos principios, 
en lo particular o en su conjunto es por lo que consideramos deben 
reformularse las causales de suspensión y revocación del fíat. Esta es la base 
de la presente iniciativa, además de la violación a la fe pública, a la probidad 
y honestidad, que en su conjunto implican la observancia de los deberes 
antes descritos.  
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III. Problemática institucional que motiva la presente iniciativa. 
 
En primer término, diremos que uno de los principales escollos de la Dirección 
General de Registros Públicos de la Propiedad y Notarías en el Estado de 
Guanajuato, como autoridad reguladora y supervisora de esta función, lo 
constituye el sistema de facultades y el esquema de procedimiento en el que 
dichas funciones deben ser ejercidas, lo que representa una merma 
importante el en la correcta coordinación, inspección y vigilancia del ejercicio 
de la función notarial.  
 
Lo anterior es así en razón de que, si bien dicha Dirección General tiene a su 
cargo el desarrollo de las mencionadas tareas, la propia Ley del Notariado 
establece un esquema de funcionamiento que restringe de manera 
importante el alcance de las mismas, como es el caso de que la inspección, 
vigilancia y aplicación del régimen de sanciones relativo, al menos en la 
materia de derecho administrativo sancionador, debe instrumentarse, de 
acuerdo con los artículos 110, 115, 116, 118, 118-A, 118-B, 119, 126 y 127 
de la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, desde la práctica y 
calificación de una visita de inspección, misma que tiene un objeto limitado o 
restringido y que importa una verificación casi exclusivamente documental y 
que además, por normatividad debe practicarse en la propia oficina del 
notario visitado, por lo que una gran cantidad de tipos administrativos cuya 
comprobación de sus extremos exige una verificación más allá de lo 
documental y en un lugar diverso de la notaría en cuestión, resultan 
nugatorios para la imposición de la sanción que se les consigna en el 
ordenamiento jurídico.  
 
Bajo este contexto, se estima que a la par de normar conductas que 
constituyan tipos administrativos, debe también considerarse como una 
prioridad de primer orden, el realizar un ejercicio de revisión integral de las 
exigencias sancionatorias y de las facultades que se otorgan a la autoridad 
para perseguirlas, a fin de dotar a esta de un esquema que le dote de 
facultades que le permitan una labor de investigación más robusta y una 
posibilidad real de contar con material probatorio suficiente y no restringido 
para poder sostener la acusación relativa y lograr así la operatividad de las 
sanciones prevista en Ley del Notariado del estado.  
 
En tal sentido es necesario que, con independencia de que en la Ley del 
Notariado del estado se le debería otorgar más facultades de investigación, 
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para ampliar los espectros de indagación que se limitan a los recintos 
notariales determinados en la visita, sin que sea posible legalmente 
extenderse, ni siquiera a una oficina “sucursal”, no autorizada, que incluso 
en ocasiones, se ubica fuera de su área autorizada por Municipio o Partido 
Judicial, generándose la competencia desleal dentro del propio gremio, al 
mantenerla públicamente funcionando en forma directa por un Notario 
Público o por terceros, ante la complacencia del fedatario.  
 
De este tamaño son las lagunas de la ley local y las limitaciones, que son 
aprovechadas por ciertos fedatarios públicos, por lo que hay que ampliar los 
supuestos de irregularidades y reformular los tipos administrativos, en tanto 
ello ocurre; así también, se debe reflexionar sobre la ampliación de facultades 
en la etapa de mismo y de instrucción del procedimiento para imponer 
sanciones por responsabilidad notarial, a fin de asegurar a la sociedad una 
verdadera tarea de verificación  de que la función notarial se ejerce o no de 
acuerdo con la normatividad de la materia y con probidad y ética, lo que 
implica modificar el esquema planteado, para poder ampliar el espectro 
probatorio y la facultad de inspección, sobre todo en casos de posible 
revocación de fíat de investigación e inspección de lugares diversos a la sede 
notarial, siempre y cuando sean lugares donde se presten servicios al público 
en general -vgr.,despachos de abogados anexos a la notaría- y el 
aseguramiento de documentos o material sensible notarial localizado en lugar 
distinto a la sede notarial o la entrevista a personal de la notaría y a los 
usuarios afectados, y darles participación en las inspecciones que se realicen 
a la Notaría Pública. Lo anterior, haría más sencillo el incrementar la 
recaudación de indicios o pruebas diversas a la documental y la demostración 
sólida de las irregularidades de los Notarios. 
 
Como segundo aspecto importante, debemos decir que la Ley del Notariado 
Para el Estado de Guanajuato, en el año 2012 creó la figura de Notario 
Auxiliar, que se insertó en el Capítulo VII, sin que se haya homogeneizado 
en las múltiples reformas a la ley, su responsabilidad al igual que se hace 
respecto del Titular de la Notaría Pública, en el apartado de la ley relativo al  
derecho administrativo sancionador, pues como la presente iniciativa centra 
su atención en las causales de revocación en esta ocasión, es de suma 
importancia su referencia expresa en los artículos 120 fracción IV, y 124 de 
la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, que la sanción y las 
causales de revocación previstas respectivamente en dichas disposiciones, 
son extensivas o igualmente aplicables a la licencia de notario auxiliar para el 
ejercicio de función notarial, a fin de que, por un lado, las irregularidades en 
que incurre en forma individual o en conjunción con el Titular no queden 



 

9 
 

 
 
impunes y, por el otro, cumplir con los principios de exacta aplicación de la 
Ley, tipicidad, y taxatividad de infracciones y sanciones, y respetar con ello lo 
dispuesto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.  
 
Por eso, la presente iniciativa incluirá en las causales de revocación, la de la 
licencia de Notario Auxiliar, en los mismos supuestos que al Titular de la 
Notaría, toda vez que la normatividad actual, no hace referencia, en el 
apartado del derecho administrativo sancionador, para que dicha sanción y 
causales de revocación, respectivamente, que omite señalar que esa 
hipótesis, le sean aplicables a las licencias de notario auxilia.  
 

IV. Problemática de prueba para acreditar las irregularidades 
notariales, por exigencias de actuar doloso del tipo 
administrativo sancionador notarial. 
 

No es desconocido que no obstante que la autoridad administrativa en 
materia notarial encargada de la supervisión y control de la función notarial, 
por vez primera en el Estado, ha emitido una serie de resoluciones de 
revocación de fíat, en forma objetiva y alejada de fines políticos, en contra de 
ciertos fedatarios públicos que han vulnerado los principios que rigen la 
función notarial y en algunos casos éstos logran obtener juicios de amparo, 
debido precisamente a que no se acreditan las exigencias típicas de los 
supuestos atribuidos y, al final del camino continúan en el ejercicio de esta 
función, repitiendo con mayor ímpetu sus irregularidades, pues nadie ignora 
que la impunidad que genera una resolución favorable donde se había 
revocado el fíat, es un fenómeno de impunidad y un factor criminógeno, que 
también es principio penal sustantivo aplicable al derecho administrativo 
sancionador notarial; resoluciones que dejan sin efecto la revocación del fíat, 
no obstante que el Notario cometió actos irregulares de gravedad, que incluso 
han ocasionado daños patrimoniales a los usuarios de esta noble  profesión. 
Las razones de las resoluciones adversas, es la dificultad probatoria, esto a 
la insuficiencia probatoria que se tiene que integrar al expediente para 
acreditar plenamente la responsabilidad del Notario, es decir, obtienen las 
resoluciones a su favor gracias a esta cuestión y a la constitución con 
elementos subjetivos o normativos exclusivamente de los supuestos o tipos 
administrativos que también generan la insuficiencia probatoria de las 
conductas, lo que no es atribuible al área sustanciadora, sino a las 
limitaciones de la ley en este tema, como se señala en el presente 
documento. Aclarándose que los amparos concedidos no son porque el 
hecho o hechos atribuidos sean inexistentes, que son cuestiones jurídicas  
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totalmente diversas. Por ello, el motivo de nuestra iniciativa es coadyuvar con 
las instituciones de gobierno en este tema, para reformular los supuestos de 
revocación del fíat y hacer sencilla su acreditación, incluyendo más elementos 
objetivos al describir las conductas, aun cuando no es posible prescindir en 
ciertos casos de los de carácter subjetivo o normativo, pero que no sean 
mayoritariamente los que compongan la norma; actividad legislativa 
propuesta que no vulnera la seguridad jurídica y principio de legalidad en 
perjuicio de los justiciables en esta materia, ante los razonamientos que se 
exponen en este documento. Pero también se debe reconocer que en otros 
casos de revocación de fíat y suspensión de la función notarial, hay ya 
precedentes en resoluciones administrativas y jurisdiccionales, que coinciden 
con la génesis de la presente iniciativa. 
 
De la misma manera, se estima que dada la especial trascendencia de la 
función notarial, y en específico, al considerar que las infracciones en que 
incurren los notarios, constituyen ilícitos a un deber específico conferido 
expresamente por la sociedad a los mismos -deber de conferir autenticidad y 
dar certeza jurídica a los actos y hechos pasados ante su fe a través de la 
consignación de los mismos en instrumentos públicos de su autoría-, resulta 
intrascendente exigir que las infracciones que comentan los notarios deban 
ser realizadas mediante una actuación dolosa para ser consideradas 
graves, sino que la nueva base o eje rector de las causales de revocación 
sean la violación a los principios que rigen la función notarial, sobre todo la fe 
pública, pues como en forma ulterior se expondrá, sin restar importancia a los 
demás principios, es de vital trascendencia, pues es la espina dorsal de la 
función que el notario recibe por delegación por parte del Estado, y es 
indudable que si vulnera a ese principio, falta en forma lesa a sus deberes 
esenciales y, ello, acarrea su ausencia de probidad y falta de ética como 
profesional del derecho y como persona experta en varias ramas jurídicas y 
conocedor de la legislación que incide en su función, no a cualquier sujeto al 
que sanciona, es a alguien que representa grave riesgo social con su actuar 
irregular y que no es por necesidad en que lo hace, sino por su falta de 
probidad y honestidad. Así lo estamos planteando en esta reformulación de 
las causales de revocación. 
 
Ante tal problemática, se propone en la presente iniciativa que, si bien los 
principios de derecho penal sustantivo se aplican mutatis mutandi,  ello no 
significa que se adopten en forma rígida, pues el principio de dolo, además 
de suponer una carga excesiva de comprobación para la autoridad, máxime 
si se considera que el material probatorio con que cuenta la misma bajo el 
esquema de ejercicio de sus facultades es sumamente restringido, resulta 
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excesivo, dadas las limitaciones probatorias, ya que se debe considerar que 
es suficientemente grave que los notarios desarrollen su función sin seguir 
los lineamientos que exige la fe pública en la legislación aplicable, en tanto 
que como fedatarios, uno de los requisitos de la fe pública es la solemnidad 
o rigor formal de la misma, que no es más que la realización de un acto dentro 
de un procedimiento ritual establecido por la ley y delegada por el Estado, de 
manera tal, que el solo hecho de faltar a dicho procedimiento ritual debe 
estimarse como grave en el ejercicio de la función que desempeñan, en razón 
de que, en la función notarial, la específica observancia y cumplimiento de los 
términos y condiciones legales para el ejercicio de la misma, constituye el 
sustento para que esa función sea considerada una garantía de seguridad 
jurídica, razón por la cual, la falta a esa específica observancia y cumplimiento 
de los términos y condiciones legales para su ejercicio importa por sí misma 
una grave trasgresión al deber específicamente conferido a los notarios, de 
ahí que sea intrascendente si la infracción relativa se efectuó a título de dolo 
o culpa como elementos subjetivo y normativo, respetivamente, del tipo 
administrativo notarial, y por ello, se estima que la presencia en los elementos 
descriptivos de las infracciones en la materia, constituyen exigencias 
excesivas, y por tanto, deben ser sustituidos por elementos de carácter 
objetivo, máxime si se considera además, que los notarios deben ser por 
definición expertos en derecho y deben a la vez contar con un alto perfil ético 
y de probidad para el desempeño de dicha función, cuya vulneración 
conjunta, es decir, fe pública, probidad y ética notarial, debe ser más que 
suficiente, porque ello lleva implícito que la actuación puede ser negligente o 
dolosa, para que se revoque el fíat o patente notarial, y ahora en su caso el 
permiso de Notario Auxiliar, como se ha planteado y no exclusivamente el 
sancionar con revocación el actuar doloso. 
 
Finalmente respecto a este tópico, debemos señalar que el derecho procesal 
penal y sus principios han evolucionado, por lo que dictar una sanción como 
la suspensión o la revocación del fíat, por ser las consecuencias más severas, 
se debe superar el estándar de prueba “más allá de toda duda razonable” es 
decir, debe quedar acreditado, sin presunción o duda alguna la 
responsabilidad del Notario, probándose plenamente la existencia de la 
conducta atribuida y la responsabilidad en un grado extremo que conduzca a 
la certeza absoluta de la existencia del hecho y a la culpabilidad del incoado. 
Principio procesal que ya se aplica en los juicios administrativos 
sancionadores y juicios autónomos, por ello, ante la dificultad probatoria de 
las causales actuales, consideramos reconfigurar los tipos administrativo y 
ampliar el catálogo de supuestos para lograr superar la simple probabilidad y  
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arribar “más allá de toda duda razonable “ a la imposición de la sanción, como 
principio procesal probatorio del derecho penal moderno que es aplicable a  
las sanciones a las que nos hemos referido en la presente iniciativa.  
 

V. Problemática generada por la limitada denominación de 
“instrumentos notariales” del tipo administrativo notarial 
sancionador. 

             
La formulación de muchos de los tipos contenidos en la Ley del Notariado 
para el Estado de Guanajuato, contempla que las conductas sancionadas se 
realicen en relación con la actuación notarial desarrollada en torno al ámbito 
de los “instrumentos notariales”; sin embargo, existen otro tipo de 
actuaciones que aunque no son desplegadas en instrumentos notariales, se 
llevan a cabo en otro tipo de “documentos notariales” que se confeccionan 
con motivo de la función notarial y que de igual manera tienen enorme 
trascendencia para la seguridad jurídica, como lo es el caso de las 
ratificaciones, o incluso las certificaciones que emiten los notarios, y que dan 
pie a una serie de conductas que aunque socialmente son graves, en cuanto 
a la propia sistemática del derecho administrativo sancionador estatuida en 
la Ley citada, termina siendo sancionadas mediante una sanción de simple 
amonestación, obstante que lesionan gravemente la fe pública la probidad y 
ética notarial.  
 
En ese sentido, es otra causa por la que en esta iniciativa se estima que es 
necesaria la acción legislativa que se propone, a fin de ampliar el espectro de 
conductas sancionadas en las que se persigue la misma finalidad, es decir, 
la suspensión de la función notarial o su revocación, no la simple 
amonestación.  
 
Bajo este contexto, se estima que en muchos casos, en el tipo administrativo 
sancionador se debe sustituir el concepto técnico de “instrumentos 
notariales”, por el diverso de “documentos notariales”, que tiene mayor 
amplitud sobre el trabajo notarial, y que está  presente en un gran número de 
legislaciones, a fin de sancionar conductas nocivas que ante la aplicación de 
los principios de exacta aplicación de la Ley, de tipicidad y taxatividad se 
encuentran excluidos de las sanciones de mayor envergadura en forma 
injustificada, como se expondrá más adelante.  
 
Y, precisamente porque la función notarial comprende una multiplicidad de 
actos que producen en general documentos notariales, de la misma forma 
planteada, los supuestos de revocación o suspensión notarial no sólo están  
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en la ley del notariado, sino en otras disposiciones jurídicas, como es el caso 
de la  Ley Antilavado de carácter federal o del código civil local, por lo que             
resulta necesario establecer en las causales de sanciones, las hipótesis de 
remisión de la ley del notariado a otras leyes, es decir, el tipo en blanco  del 
derecho administrativo notarial sancionador, a través de la siguiente cláusula 
“En los demás casos en los que así lo determinen las leyes”, o alguna 
similar, a fin de incluir en el catálogo respectivo aquellas conductas que en 
otros ordenamientos se establecen como causales de sanción y que no son 
mencionados en la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato2. 
  
Lo anterior es así, por se supone que siempre a petición de parte, de muchas 
clases de hechos que sirven para preconstituír pruebas en posibles conflictos, 
como el estado o situación de alguna construcción, la existencia o entrega de 
documentos u otros objetos, así como notificaciones e interpelaciones que 
pueden realizarse de manera más ágil que cuando se recurre a los tribunales. 
 
En esta línea de pensamiento, el Notario Público participa en actos que no 
propiamente son considerados por la ley del notariado como “instrumentos 
notariales”,  aunque de hecho lo son, pero al carecer de tipificación legal, se 
les denomina “documentos notariales”, como es el caso de ratificación de 
contenido y firma de documentos mejor conocidas por el ciudadano como 
“ratificaciones”, y los actos de certificación, de cuyo control, la ley local  es 
omisa y, es aquí donde es factible que el Notario Público cometa 
irregularidades graves, como suplantaciones de personas o las permita, o 
bien, la simulación del acto jurídico. 
 
Así, la ratificación es un acto a través del cual el notario público certifica que 
la firma que figura en un documento corresponde a la persona signataria. El 
reconocimiento de firmas involucra la confrontación de la firma del documento 
y la firma de la persona, también es posible que el notario certifique que las 
firmas de un documento fueron realizadas bajo su presencia. 
 
 

 
2 Como por ejemplo lo dispuesto en el artículo 2775 del Código Civil para el Estado de Guanajuato: Faltando 
alguna de las referidas formalidades, quedará el testamento sin efecto; el notario será responsable de los 
daños y perjuicios y, según la gravedad del caso, podrá decretarse la pérdida del oficio. 
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En tanto, la certificación es la compulsa o cotejo que se hace de un 
documento, con su original o copia, que realiza el notario acudiendo a la fe 
pública que posee, por lo que una constatada, cotejada una copia de un 
documento, se certifica tal cuestión y el efecto es que esa copia tenga el 
mismo valor probatorio que el documento cotejado. 
 
Ante lo dicho, se estima necesario ampliar el espectro sancionador de 
diversos documentos notariales, que legalmente no son estimados como 
instrumentos notariales, como es el caso de la escritura pública o del poder. 
 

VI. La función notarial, el derecho penal y el derecho sancionador 
administrativo. 

 
La dogmática jurídico-penal para regular la actividad sancionadora del Estado 
ha desarrollado principios a través del Derecho Penal sustantivo; que 
constituyen la plataforma sistemática para no hacer de la potestad punitiva 
del Estado una actividad inhumana, injusta y excesiva, pero equilibrar para 
hacerla lo más justa posible.  
 
Es importante destacar que los principios limitadores de esa potestad punitiva 
desarrollados en el ámbito penal, de ninguna forma coartan al Estado para 
cumplir con la función de castigar; en este caso, en cuanto a la 
responsabilidad notarial, por el contrario, dichos principios se han 
desarrollado a efecto de hacer viable el Estado de Derecho, es decir, 
utilizando el principio de Edmundo Mezger, que señalaba, castigar al culpable 
y absolver al inocente y es mejor un culpable en la calle, que un inocente en 
la cárcel, por lo que es a través de los Principios del Derecho a castigar que 
se podrá apreciar que la función del Estado no puede tener desbordamientos 
más allá de la construcción de un sistema penal positivo para la aplicación y 
ejecución de las sanciones o consecuencias jurídicas del delito equilibradas 
a la gravedad de las conductas descritas por el legislador en los tipos jurídico 
penales o normas sancionadoras en materia administrativa, es decir, esto 
significa que en el desarrollo de los procedimientos sancionadores 
administrativos seguidos por las irregularidades o infracciones cometidas en 
el ejercicio de la función notarial, se deben respetar los principios que rigen 
al derecho punitivo como son, el de inocencia, de culpabilidad, de tipicidad o 
legalidad, de dolo, etc., así como otros de carácter procesal, como el de 
debido proceso, licitud probatoria y otros más, que en su conjunto constituyen 
mecanismos garantes que ponen límites a todo exceso en la facultad punitiva 
del estado. Pero a la inversa, funcionan como medios de equilibrio para la  
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autoridad sustente sus decisiones de responsabilidad en forma proporcional 
y razonable a las conductas atribuidas. 
 
Uno de los principios limitadores en este ámbito es el de legalidad o 
tipicidad administrativa, mismo que contiene varias garantías y una 
vinculación directa con el ámbito administrativo, en general y, en particular en 
el notarial. La sistemática que se sigue en el desarrollo y está diseñada 
teniendo como primer objetivo: establecer conceptos elementales del 
derecho penal moderno3, dirigidos a regular la potestad punitiva estatal, con 
el propósito de que éstos sean entendidos bajo la óptica de las nuevas 
tendencias de la dogmática jurídico-penal, que han tenido una evolución 
científica importante, que tiene que ver con el desarrollo y establecimiento de 
los estados democráticos y con el Estado de Derecho. 
 
En consecuencia, los principios de Derecho Penal deben ser entendidos en 
su conceptualización moderna4, tanto, por el Notario Público, la autoridad 
administrativa reguladora o supervisora de la función notarial, así como por 
los integrantes de órganos administrativos o jurisdiccionales que conocen de 
las impugnaciones en esta materia a través del juicio de nulidad, el juicio de 
amparo y el amparo en revisión 
 
El realizar en el ámbito administrativo la imposición de sanciones contra 
Notarios Públicos, sin la aplicación adecuada de estos principios puede 
generar la impunidad, o bien cometer excesos por deficiencias sistemáticas 
en cuanto al estudio y análisis de la responsabilidad notarial derivada de 
irregularidades en la función, violentando el debido proceso, en perjuicio de 
los Notarios Públicos; porque también debemos estar conscientes de que no 
sólo es la ley, que su actualización o aumento de sanciones en forma 
automática garantiza  la inhibición del delito o de la irregularidad en la función 
 
 

 
3 Referido al que la sistemática, tanto del Código Penal Federal como el Código Penal de Guanajuato, observa 
con carácter garantista cuya significación es: acorde a un modelo de estado democrático de Derecho. 
4 Implica que la dogmática jurídico penal ha evolucionado desde el sistema causalista clásico del siglo XIX, cuyo 
representante fue Franz von Listz, pasando por el sistema Neokantiano impulsado por Edmund Mezger, a inicios 
del siglo XX; para dar paso a mediados del siglo XX  a la sistemática finalista de Hanz Welzel; y el funcionalismo 
moderado representado por Claus Roxin, o bien el funcionalismo radical de Gunther Jakobs. En consecuencia, 
cualquier referencia a los elementos del delito, a la imputación subjetiva la culpabilidad, la tipicidad, la 
participación, el dolo, la imprudencia, etc., si es incorrecta traerá consecuencias distintas, dependiendo de la 
sistemática desde la que se aborde. Además debe cuidarse que si un elemento determinado se trata desde 
determinada posición sistemática, algún componente de éste o un elemento ulterior, no debe ubicarse y menos 
conceptualizarse desde otra diversa. Porque de ser así, se construyen conceptos amorfos. En esto estriba la 
advertencia de este trabajo. 



 

16 
 

 
 
 
notarial, cuando éstas tienen su origen en la represión5 excesiva y sin guardar 
los equilibrios jurídicos respectivos; o bien, que sin sustento legal y dogmático 
suficiente, una sanción notarial consistente en la pérdida o revocación del fíat 
se aplique sin una base jurídica sólida. 
 
Porque, por ejemplo, la sanción a Notarios Públicos de revocación de fíat o 
patente es perfectamente equiparable a la pena máxima en materia penal. La 
pérdida o revocación del fíat o patente de un Notario Público, debe ser 
decretada por una resolución administrativa emitida por la autoridad 
reguladora de la vigilancia y supervisión de la función notarial, por lo que en 
este tipo de decisiones se  debe cuidar en extremo y no cometer errores de 
apreciación adecuada de los hechos estimados como irregularidad notarial 
con respecto de las conductas establecidas en la Ley del Notariado y realizar 
su engaste en forma precisa, de acuerdo al material probatorio con que se 
cuente. , sin que ello implique que, si la irregularidad está perfectamente 
probada y amerita la sanción se debe aplicar la sanción respectiva. Con esto 
esperamos destacar la importancia y delicadeza del tema, para entender que 
los principios sustraídos del Derecho Penal y aplicados al derecho notarial y 
su sistema sancionador administrativo deben ser de exacta operación y 
delicada operación jurídica dada la trascendencia de algunas de las 
sanciones, como son la suspensión de la función notarial y la revocación del 
fíat o patente, y así como no deben quedar conductas impunes. Porque 
conforme a estos principios penales sustantivos, la autoridad administrativa 
en materia notarial tampoco debe sancionar cuando los hechos no están 
suficientemente probados, atendiendo a los derechos humanos de legalidad 
y de seguridad jurídica. 
 
En nuestro país,  tanto el notario público, como el operador jurídico en materia 
notarial deben estar preparados para seguir fortaleciendo los principios, tanto 
sustantivos, como procesales del Derecho Administrativo Sancionador en 
materia notarial –llámese materialmente administrativo o jurisdiccional-, 
acorde a sus particularidades, puesto que la responsabilidad notarial se finca 
en sede administrativa ante, los Consejos de Honor, la Secretaría de Estado, 
Dirección General, etc., asignada en la Ley que regula dicha función 
dependiendo de la Entidad federativa de que se trate, por lo que es factible 
combatir esas decisiones ante, el propio órgano emisor, ante los órganos 

 
5 La tendencia de la dogmática jurídico-penal es dejar atrás los sistemas sancionadores represivos, que son 
contrarios a un modelo de Estado democrático, buscándose sistemas que tiendan a la prevención de carácter 
general o especial, dependiendo de la sistemática que se adopte. Porque la primera justifica la pena en razón 
de que la amenaza se dirige a inhibir en la colectividad, en tanto la segunda, únicamente está encaminada al 
delincuente en concreto. 
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 jurisdiccionales administrativos –nulidad- y en forma terminal ante la 
autoridad de amparo. 
 
Lo anterior resulta de vital importancia, porque en concreto las hipótesis de 
causales de revocación de fíat, fueron confeccionadas en su momento por el 
legislador con elementos mayoritariamente normativos y subjetivos, como se 
dijo complicando la prueba de las irregularidades dado el principio de 
taxatividad.  
 
En tal sentido debemos señalar que las normas sancionadoras construidas 
con elementos normativos, es decir, aquellos insertos en la norma que se 
refieren a cuestiones jurídicas o sociales, en las que el juzgador, tiene la 
potestad de interpretar el alcance o grado de ampliación de la hipótesis (vgr. 
Determinar si una causa es justificada, abandono de la función notarial, 
estado de embriaguez, fe notarial, etc.); en tanto, los elementos subjetivos, 
como constituyen estados de ánimo del sujeto activo de la conducta, son de 
difícil prueba en el momento de un procedimiento sancionador (vgr. Expedir 
dolosamente documentos, con conocimiento, consentir voluntariamente, etc). 
 
En tanto, los elementos objetivos del tipo penal y administrativo son 
exigencias que el legislador coloca en la norma típica, que se captan a través 
de los sentidos humanos (no entregar sellos, no entregar el protocolo, etc.), 
que puede ser la del tipo básico, o bien, una norma compuesta por contener 
la hipótesis y establecer la sanción respectiva.  
 
Y precisamente, ante los riesgos a la seguridad jurídica de los gobernados y 
al principio de taxatividad penal, se ha recomendado que, en la construcción 
de normas sancionadoras, se trate de utilizar en la medida de los posible con 
elementos normativos o subjetivos, y tratar de construirlas con elementos 
objetivos, para acreditar con mayor facilidad el engaste de la conducta de los 
sancionados, en este caso de los Notario Públicos, 
 
En tal sentido, en la reformulación y ampliación de supuestos de hipótesis de 
suspensión o revocación del fíat, versus patente notarial cuando actúan 
irregularmente en conductas graves, de vulneración a la fe pública y a la 
probidad, se deben emplear en la medida de los posible elementos objetivos 
primordialmente y ser sencilla su descripción, para hacer más fácil su 
acreditación para la autoridad administrativa de supervisión de esta función, 
atendiendo a la seguridad jurídica que debe caracterizar el procedimiento 
sancionador seguridad jurídica y certeza de que bajo ciertos  
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comportamientos, muy claros perderán su patente notarial, por lo que ello, los 
deberá conminar a cuidar de no confeccionar instrumentos notariales 
irregulares, con contenidos ideológicos falsos, alejados de la realidad de los 
hechos plasmados, con suplantación de personas y, también coadyuvara a  
fomentar a que los Notarios se responsabilicen de la oficina y del ejercicio de 
su función notarial, es decir, cuidar su patrimonio, y evitar que la Notaría esté 
funcionando a través de terceros, familiares o empleados, aunque no 
siempre, pero en algunos casos, sin ningún reparo negocian con los actos y 
hechos jurídicos de los que tienen conocimiento. 
 
En consecuencia, se realiza una breve reseña de los elementos más 
sensibles y Principios notariales más trascendentes que conforman esta 
función, así como los principios bajo los que se deben conducir y que con su 
actuar irregular resultan lesionados con su debida actuación, para entender 
la gravedad que representan ciertas conductas irregulares notariales.  

 
VII. Concepto de en el Derecho Comparado. 

 
En la presente iniciativa, se consideró indispensable hacer referencia a la 
distinción del Notario Público en Europa y en Latinoamérica, con la finalidad 
de entender las razones ontológicas de las facultades y trascendencia de la 
función estatal delegada al Notario guanajuatense, por lo que en tales 
condiciones al fallar y no ser fiel a los principios que rigen la función notarial 
debe recibir una sanción severa por su comportamiento irregular al vulnerar 
la confianza en él depositada y la fe pública que en origen le corresponde al 
Estado, así como entender las razones por las que no se le permite al notario 
guanajuatense llevar asuntos o negocios diversos a la función notarial dada 
la afectación por el conflicto de interés. 
 
En tal sentido:  
 

a) El Notariado Anglosajón. 
 
El notariado anglosajón no tiene los atributos ni las obligaciones que posee 
el notariado latino. En el sistema common law se desconoce al documento 
auténtico y su eficacia pública. El public notary puede ser considerado sólo 
un testigo calificado. Este sistema se limita a: a) dar fe de que una persona 
estampó su firma y que la identificó, y b) no redacta ni se introduce al fondo  
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del asunto; no vigila la legalidad del acto. Su cargo es temporal y carece de 
formación profesional6. 
 

b) El Notariado germano. 
 

No es factible establecer líneas generales en el notariado germano, porque 
cada Estado determina su competencia y características. Sostiene una figura 
de notario-juez, puesto que, en los Estados de Baden, Wurtenberg y 
Hamburgo, donde los notarios son como magistrados y están subordinados 
a los tribunales de segunda instancia. Su dependencia del poder judicial es 
tan directa que el Ministro de Justicia nombra los empleados auxiliares del 
notario7.  
 

c) El notariado en Suiza. 
 

En algunos cantones de Suiza existen notarios del tipo del de Badem: pero 
en otros los hay del tipo latino8. 
 

d) El Notariado en Rusia. 
 

En la Rusia Soviética, el notario del pueblo es como un magistrado fedatario, 
además encargado de la jurisdicción matrimonial y de la asesoría jurídica 
(abogado popular) de todos los ciudadanos. Si bien redactan documentos 
entre particulares del Estado, cooperativas, sindicatos; asimismo autorizan 
embargos y los ejecutan9. 
 

e) El Notariado Inglés. 
 

La prolongada duración de las leyes inglesas, su origen consuetudinario ha 
originado que al notario inglés o de tipo “libre”, no se le considere funcionario, 
puesto que, aunque el Estado no lo inviste de la fe, se considera 
exclusivamente profesional y solo da autenticidad a los actos que en Derecho 
Internacional se exige la tengan. En cuanto a su actuación, si bien colabora 
en la redacción del documento, su intervención no lo hace auténtico, ni menos 
solemne, porque la autenticidad no se refiere al contenido, sino sólo a las 

 
6 Cfr. Ríos Hellig, Jorge, La Práctica del derecho notarial, Pág. 33-34. 
7 Cfr. Carral y de Teresa, Luis; Derecho Notarial y Derecho Registral; Pág. 76. 
8 Idem. Pág. 77. 
9 Idem.  
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firmas. En cuanto a competencia no tiene monopolio, 
pues otros funcionarios pueden realizar sus actos. No es necesaria su 
colegiación10. 
 

f) El notariado latino. 
 

El notario latino suele ser llamado “tipo francés”, aunque ahí el notario no es 
jurista, sino una empresa o negocio privado. Sin embargo, tiene ascendencia 
sobre el notariado español, del que se obtiene que el notario es funcionario 
público, y que se conforma con un sistema de análisis de los caracteres 
consistentes en: el doble aspecto de la actividad que ejerce el notario; los 
caracteres de la función demuestran una triple finalidad de construcción, 
solemnización y autentificación del instrumento producido por notarios; la 
competencia del notario que abarca la esfera extrajudicial o parte de la 
jurisdicción voluntaria y; la organización notarial con base en un sistema 
corporativo sometido al Estado11. 
 
 

g) El Notario Público en México:  
. 

La Ley del Notariado para la Ciudad de México, antes Distrito Federal, en el 
artículo 10 define al notario en los términos siguientes: 
 
“ARTÍCULO. 10.- Notario es un Licenciado en Derecho investido de fe 
pública, facultado para autentificar y dar forma en los términos de ley a los 
instrumentos en que se consignen los actos y hechos jurídicos. El notario 
fungirá como asesor de los comparecientes y expedirá los testimonios, copias 
o certificaciones a los interesados conforme lo establezcan las leyes. La 
formulación de los instrumentos se hará a petición de parte” 
 
Como puede desprenderse, esta ley califica al notario como “Licenciado en 
Derecho”, no como servidor público.  El notario como Licenciado en Derecho, 
tendrá como actividad por esta calificación, la de escuchar, interpretar y 
aconsejar a las partes; preparar, redactar, certificar, autorizar y reproducir el 
instrumento 
 

h) El Notario Público en el Estado de Guanajuato.  
 
Por su parte en esta Entidad el artículo 3, de la Ley del Notariado para el 
Estado de Guanajuato, define al notario en la forma siguiente: 
 

 
10 Idem. Pág. 72. 
11 Idem. Pág. 73. 
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“Artículo 3. Notario es el profesional del derecho a quien se ha investido de 
fe pública para ejercer la función notarial. 
 
Así, la ley del notariado local calificada al Notario Público como “profesional 
del Derecho”; por lo que corresponde a los notarios recibir, interpretar, 
redactar y dar forma legal a la voluntad de las personas que ante ellos 
acuden, conferir autenticidad y dar certeza jurídica a los actos y hechos 
pasados ante su fe a través de la consignación de los mismos en 
instrumentos públicos de su autoría. 
 
En tales consideración tenemos que, el Notario Público es una persona, un 
profesional altamente especializado, que ejerce su oficio en el campo del 
derecho a quien, por sus cualidades humanas de honorabilidad, calidad, 
integridad y ética, y desde luego profesionales, el Estado le delega, previo 
cumplimiento de un amplio abanico de requisitos legales, la fe pública para 
que en representación de este, intervenga en los actos y contratos que realiza 
la sociedad, dotándolos de seguridad, autenticidad y fuerza probatoria. El 
notario es un ser completo, es una persona de servicio, cuya responsabilidad 
suprema es dar seguridad jurídica en los actos y operaciones que ante él se 
celebren12. La Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, lo define 
como el profesional del derecho a quien se le ha investido de fe pública para 
el ejercicio de esta función. 
 
La calidad de perito en derecho lo obliga a estar, en lo jurídico, 
permanentemente actualizado y dominar la ley, la doctrina, la jurisprudencia, 
criterios administrativos de todas las materias con las que tiene relación, en 
el ámbito local, nacional e internacional, sobre todo, a respetar la ley. 
 
El Notario debe confeccionar y reproducir el acto o hecho jurídico para 
conservarlo, autorizarlo y previa rogación de parte, registrarlo en el Registro 
Público correspondiente, para dotarlo de publicidad y oponibilidad frente a 
terceros. Esta es la característica del notario latino. 
 

VIII. La Función Notarial. 
 
Fundamental y brevemente la función notarial consiste en: a) Juntar y con 
paciencia escuchar a las partes a fin de determinar la posibilidad legal de 
llevar a cabo lo que éstas pretenden. Si ello es legalmente posible, definir el 

 
12 Vid Idem. Pág.  6 
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instrumento, contrato o acto jurídico que quieren celebrar; b) Redactar, con 
previa identificación de las partes, el instrumento o contrato que corresponde, 
de acuerdo con las pretensiones o necesidades de éstas, siempre en apego 
y de conformidad con las disposiciones legales aplicables; c) Explicar a las 
partes, una vez ya redactado y leído a estas el contrato respectivo, su alcance 
y fuerza legal, y en presencia del notario, proceder a la firma del contrato 
correspondiente, para que éste lo autorice y se genere el instrumento público 
o escritura, que es un documento que tendrá valor probatorio pleno, es decir 
que hará prueba plena dentro y fuera del juicio, a excepción que sea 
declarado nulo por autoridad judicial competente y; d) Conservar bajo su 
custodia los originales del contrato y expedir copias certificadas tantas como 
sean necesarias13. 
 
Así, la función notarial tiene carácter público y en origen le corresponde al 
Estado, es una función de descentralización por colaboración porque se 
requiere de sujetos con preparación técnica especializada para resolver 
problemas jurídicos, relacionado con la función notarial a quienes se les 
delegada la misma. 
 
Esta función es otorgada a un particular cualificado denominado Notario 
Público, el cual debe ser un perito y profesional del derecho,  que después de 
sustentar diversos exámenes, tanto de aspirante como de oposición, ejerce 
la función notarial con objeto de brindar seguridad jurídica y certeza en las 
transacciones de que da fe, siempre debe actuar con un alto nivel de 
profesionalismo, de independencia frente al poder público y los particulares, 
una completa imparcialidad para sus clientes y una autonomía en sus 
decisiones, las cuales tienen como límite el marco jurídico, la ética y el estado 
de derecho. 
 
En tanto, la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, en su artículo 
28 señala que, en el ejercicio de su función notarial, el fedatario tiene la 
obligación de ilustrar a las personas que le soliciten sus servicios, es decir, 
no tiene “clientes”, sino usuarios de su servicio, lo que en la práctica es 
común que sea mal entendido; además, este numeral le impone el deber de 
recibir, interpretar y dar forma a la voluntad de las personas, y debiendo 
redactar los documentos, no a capricho del solicitante del servicio, sino en 
forma adecuada a la realidad de los hechos para conferirles autenticidad, 
incluso la doctrina señala, debe evitar causar daño o perjuicio a terceros 
involucrados en el acto y hecho jurídico que se confeccione en instrumento  

 
13 Vid Idem, Pág 6.  
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notarial. Y el artículo 6, de la misma ley del notariado local, indica que el 
Notario Público en el Estado de Guanajuato será responsable del ejercicio de 
la función notarial en los términos en que determine la ley que rige su función 
y otras leyes que inciden en la función y, en el hecho o acto jurídico que 
confeccione y conste en instrumento notarial. 
 
En síntesis, la función notarial requiere que el profesional del Derecho, en el 
ejercicio de esta función en forma sistemática, de acuerdo al diseño de las 
leyes en materia notarial son que: escuche, interprete la voluntad del usuario, 
lo aconseje, lo prepare, redacte, certifique, autorice confeccione el 
documento notarial y lo reproduzca y conserve conforma a las disposiciones 
legales. Por lo que son las violaciones graves a esta función otro factor de 
origen que produce la presente iniciativa. 
 

IX. Principios legales que rigen la función notarial:  
 
La Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, en su artículo 1, párrafo 
segundo, establece que son principios de la función notarial los principios de 
rogación, profesionalismo, imparcialidad, legalidad y autonomía en su 
ejercicio. 
 
Por lo que consideramos los proponentes que cuando en la función notarial 
el fedatario se aparta de estos principios y causa lesiones graves a la función, 
al Estado, al usuario y a la sociedad, no es merecedor de continuar ejerciendo 
esta delicada función, puesto que no en pocas ocasiones y bajo ciertos 
supuestos, estas violaciones por comportamiento irregular generan daños 
patrimoniales, obstrucción o pérdida de derechos de terceras personas que 
recienten también los perjuicios del actuar doloso o culposo de los Notarios 
Públicos o por no actuar en forma personas y que sea un tercero en su 
nombre quien lo haga, esto implica que como responsable de la función 
notarial que es personalísima, el Titular de la Notaría se aparta de la 
observancia de los mismos, por ello, la respuesta estatal debe ser enérgica.  
 
Por último, debe destacar por igual que en virtud de que al Notario Público le 
corresponde exclusivamente interpretar la voluntad de las partes, no hacer 
interpretación de la legislación, pues ésta última es propia de los órganos 
jurisdiccionales, por ello, no debe alterar el sentido de las normas legales y 
principios jurídicos que rigen el acto jurídico elaborado. 
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X. La Fe Pública. 
 

La fe pública es una de las características de esta función, que conforme al 
tratadista Bernardo Pérez Fernández del Castillo14, y la define como “creer 
en todo lo que no ha sido captado por los sentidos de manera directa, ya que 
si no fuera de esta forma estaríamos en presencia de una evidencia y no un 
acto de fe”. Y en tanto el Diccionario Jurídico Mexicano, define la fe pública 
como “acto subjetivo de creencia o confianza, por un lado, o a la seguridad 
que emana de un documento”15.  
 
Así, la fe pública es atributo del Estado, que se ejerce a través de órganos 
estatales por disposición de las leyes. La fe pública garantiza que los actos o 
hechos son ciertos y se interesan al derecho, lo cual contribuye al orden 
público a la tranquilidad de la sociedad en que se actúa y a dar certeza 
jurídica, que constituyen los bienes jurídicos a proteger o tutelar por la ley del 
notariado. Dicha fe pública se ejerce a través de la delegación que el estado 
le otorga al Notario o fedatario Público, quien es un licenciado en derecho con 
amplio conocimiento jurídico que debe actuar conforme a ciertos valores y 
principios que rigen la función notarial. 
 
Por lo que, la ley del notariado con respecto a la función notarial debe tutelar 
como bienes jurídicos la seguridad y certeza jurídicas al estado y a los 
particulares sobre los hechos y actos que realicen y quieran y deban dar 
formalidad ante la institución del notariado, mediante la fe pública ejercitada 
siempre con la legalidad16. Por tanto, vulnerarla es lesión grave a los 
principios que rigen la función notarial, por ello implica, sin lugar a duda, la 
incorporación de cuestiones alejadas de toda verdad o de la realidad material, 
en perjuicio de terceros y de la sociedad en general dado el orden público, 
establecido en su artículo 1, que tiene en cuanto a su observancia, por parte 
del fedatario público, la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato. 
 

XI. Conceptualización de aspectos relevantes del Derecho Penal. 
 
Los iniciantes pensamos que para mayor claridad de la presente iniciativa es 
menester presentar algunos aspectos conceptuales, que bien tienen 

 
14  Torres Santiago, José Guadalupe. La Función notarial y su vulnerabilidad jurídica. Letras Jurídicas número 
21, otoño de 2015.  
15 “Diccionario Jurídico mexicano”, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Editorial Porrúa y UNAM. México. 
1991. 
16 Barba Álvarez, Rogelio, “La invasión notarial y su justificación penal como mecanismo de protección notarial: 
estudio de la Legislación local de Jalisco, México”. Revista Prolegómenos. Derechos y Valores. Pp. 42-52. 
México 2014. 



 

25 
 

 
 
aplicación en el Derecho Penal sustantivo, como se ha señalado aplican 
mutatis mutandi, al derecho sancionador notarial, y que fundamental la 
reformulación que se plantea al mismo en la propuesta de reforma a la Ley 
del Notariado para el Estado de Guanajuato.  
 
Así, en este orden de pensamiento consideramos importante también el 
señalar en el presente documento para cumplir con los principios 
constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad, por las que es aplicable 
el derecho penal sustantivo al derecho sancionador notarial y que sustenta 
nuestra propuesta. Al respecto citamos: 
 
1. Concepto de Derecho Penal 
 
El Derecho Penal forma parte del sistema jurídico, en consecuencia, es un 
conjunto de normas positivizadas por una ley –código penal- que describen 
comportamientos tenidos por intolerables o graves, los que son declarados 
delitos o faltas y los amenaza con reacciones represivas, que son las 
consecuencias jurídicas del delito o penas, en determinados casos, se 
denominan medidas de seguridad (casos de inimputables).  
 
En un plano más profundo, se encierran varias interrogantes que ser 
resueltas por el Derecho Penal, con el fin de precisar qué comportamientos 
son merecedores o no de graves castigos; la legitimidad de la autoridad para 
decidir qué conductas merecen ser calificadas como delitos; cómo y cuánto 
han de castigarse esas conductas; y qué beneficios obtiene la sociedad con 
el castigo que reciben sus componentes, como última ratio. 
 
Es indudable que estamos inmersos en una sociedad que tiene una arraigada 
convicción con respecto al empleo necesario de mecanismos con el premio 
o el castigo; como premisas para que los hombres puedan sobrevivir como 
grupo. Una sociedad sin instrumentos represivos, aun en nuestros tiempos, 
es una utopía. De esa forma, el sistema punitivo cumple con su función de 
pilar social, es decir, castigar aquellos actos que se estiman atentatorios del 
orden social. El Derecho Penal es el instrumento jurídico, de ratio, que se 
aplica a quienes contravienen las reglas, previamente reguladas en el plano 
legislativo y judicial. 
 
Se ha dicho que el Derecho Penal “es el conjunto de normas jurídicas que al 
delito como presupuesto asocian consecuencias jurídicas y medidas de 
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seguridad”17, las que son admisibles en el derecho administrativo 
sancionador en cualquier materia que contenga un sistema punitivo.  
 
Precisar la división de la ciencia del Derecho Penal es importante porque 
permite evitar la confusión de su conceptualización: para algunos, el Derecho 
Penal no es una ciencia, sino una actividad pragmática y cotidiana sin 
sustento; perdiendo de vista que, sin el saber de la ciencia jurídico-penal, no 
podrían aplicarse las técnicas y procedimientos lógicos e idóneos que 
integran el método científico, que requiere ilación entre el estudio y su 
aplicación a los casos concretos, procurando el menor grado de errores. 
Entonces, si esto es importante para la aplicación en sí mismo de esta 
ciencia, con mayor razón, estas ideas cobran fuerza, cuando se pretenda 
aplicar los principios que rigen al Derecho Penal, en cualquiera de sus aristas, 
a otra rama del derecho, como al derecho administrativo notarial sancionador, 
debiendo ser cauto en no tener, en su aplicación, una idea deformada de 
estos principios, lo que producirá que la aplicación mutatis mutandis, en 
consecuencia, sea deficiente o excesiva, lo que a toda costa se debe evitar.18  
 
El derecho penal objetivo19, es pues, el conjunto de normas de derecho 
público que con el propósito de proteger ciertos bienes jurídicos, describen 
delitos y conminan penas o medidas de seguridad. 
 
Por su parte, el derecho penal subjetivo20, en esencia, es la expresión de un 
acuerdo democrático, tomado en uso de las facultades conferidas por la 
ciudadanía y que está dirigido a todos bajo amenaza de sanción, es decir, el 
ius puniendi, que en la doctrina moderna del Derecho Penal se denomina 
potestad punitiva.  
 
Se habla también de derecho penal material y de derecho penal formal, 
distinción que considero conveniente: el primero, está constituido por el 
conjunto de normas de naturaleza sustantiva que determina los 
comportamientos punibles y las sanciones aplicables; el segundo, se refiere 
a los medios o vías que permiten la realización del Derecho Penal, esto es, 
es el derecho procesal penal, que a su vez constituye el margen en el que se 
han de desarrollar o cumplir las garantías fundamentales del Estado de 
Derecho en materia penal. 

 
17 Vid. Mir Puig, SANTIAGO. Introducción a las Bases del Derecho Penal. Maestros del Derecho Penal, Segunda 
Edición, Editorial B de F. Montevideo-Buenos, Aires. p. 7. 
18 Mutatis Mutandis, que significa cambiando lo que se debe cambiar. 
19 Vid. Quintero Olivares, GONZALO. Manual de Derecho Penal, Parte General. Editorial Aranzadi, España 
2002. p. 41. 
20 Vid. Idem. 
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2.- Correlación ente actividad represora y Estado de Derecho. 
 
La consideración ontológica concreta de que la actividad designada como 
poder punitivo, implica un derecho que detenta el Estado, dado que las 
normas penales y las sancionadas en general, son fruto del derecho 
subjetivo –imperativo del Estado-, derivando toda una dogmática del 
Derecho Penal en este sentido; sin embargo, en contraposición con esta 
postura dogmática tiene mayor intensidad la que finca el razonamiento de 
que la actividad punitiva del Estado, no es un derecho de éste, sino que es 
precisamente la manifestación de su poder o potestad a castigar21 –
potestad punitiva-, lo que en sí no constituye una negación del Derecho 
Penal, ni quiere decir tampoco que por ser potestad debe señalarse a ésta 
como injusta, inhumana, arbitraria o innecesaria, dado que en materia penal 
es de todos sabido que es el legislador, de acuerdo a su política pública y la 
política criminal que adopte, tiene la facultad plena de decir la reforma de 
normas, por lo que este mismo principio de actuación debe regir en las 
materias que contengan derecho sancionador, como es la notarial.  
 
Considerando que el poder punitivo del Estado no es más que el ejercicio de 
una potestad, no como un ius,22 frente a la cual el ciudadano no se encuentra 
en una relación jurídica de igualdad, sino meramente subordinado a ella, se 
debe examinar y conceptualizar esa potestad en los márgenes de un Estado 
de Derecho. Por ello, surge la necesidad de que la potestad punitiva, además 
de reflejar el sentir de las mayorías, no sea expresión de un grupo de poder, 
y observe principios fundamentales que sirvan de límites a los excesos o 
arbitrariedades que se puedan cometer, a efecto de que se observe 
organización jurídica en la comunidad, es decir, se viva un Estado de 
Derecho, y no sólo sea el ejercicio incontrolado de esa potestad de castigar 
del Estado, lo que signifique simplemente la represión legalizada, por lo  que 
debe ser proporcional y racional.  
 
3.  Estructura y función de las normas penales 
 
Este concepto se confunde, generalmente, con el de los tipos penales. Por 
normas debe entenderse los preceptos que en abstracto componen el 
ordenamiento penal, acorde a la doctrina tradicional, sin embargo, las 

 
21 Vid. Ibid. p. 45. 
22 Vid. Gracia Martín, LUIS, Las Consecuencias Jurídicas del Delito en Nuevo Código Penal Español, 
Editorial Tirant lob Blanch Libros, Valencia, España, 1996. p. 33. (Cfr). De ahí que lo correcto es establecer que 
estamos en presencia de la potestad punitiva del Estado, no de un simple derecho de castigar, potestad que 
requiere como presupuesto indispensable la comisión de una infracción penal. 
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modernas corrientes han establecido que la norma penal tiene dos elementos 
vertebrales: a) el supuesto de hecho –daño o puesta en peligro de un bien 
jurídico determinado-; b) la consecuencia jurídica o sanción –penas, 
medidas de seguridad y responsabilidad civil-, los que deben estar 
debidamente asociados, sin que se olvide que tienen carácter hipotético.  
 
Rodríguez Devesa23 señala, por su parte, que en el Derecho Penal existen, 
en forma genérica, una norma primaria y una norma secundaria. Que la 
norma primaria va dirigida al ciudadano (le prohíbe u ordena actuar de 
determinado modo); en tanto la norma penal secundaria va dirigida al juez y 
le ordena aplicar la consecuencia jurídica cuando concurra el supuesto de 
hecho. 
 
En tal sentido las normas del derecho administrativo sancionador  notarial, 
contienen el presupuesto de la consecuencia como inicio de la norma , es 
decir la sanción, a semejanza de la norma penal sustantiva y luego describen 
la o las conductas o comportamientos típicos a los que deberá engastar el 
hecho irregular notarial examinado. 
 
3.1 Las normas penales incompletas y penales en blanco 
 
En el examen de la estructura de la norma jurídico-penal, desde un punto 
estático24, ésta obedece al esquema general de los dos componentes, esto 
es, -supuesto de hecho- consecuencia jurídica, que sería la expresión de una 
ley penal completa; sin embargo, también es común que esta estructura, bien 
en conjunto o por separado en diversas normas, no se corresponde o 
entrelaza en si misma o con los concretos artículos de las leyes penales. En 
estos casos, se manejan supuesto diversos a lo que es regla general en la 
legislación penal y es la propia ley penal la que remite a otra ley especial o a 
la inversa, la ley especial, hace remisión a la ley penal en ciertos supuestos, 
se trata pues de una relación de remisión de normas entre diversos cuerpos 
normativos, con independencia de su jerarquía normativa. 
 
Como es el caso de la ley antilavado que refiere sanciones de revocación de 
fíat o patente en ciertos supuestos por violentar la misma, además de las 
sanciones penales impuestas, y a las que a su vez hace remisión, como es 
al Código Penal Federal.  
 
 

 
23 Vid. Mir Piug, SANTIAGO, op. cit. p. 20. 
24 La forma diseñada por el legislador. 
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3.2 Normas penales incompletas en cuanto a su contenido, como regla 
general  
 
Las normas penales de la parte especial de una ley penal deben completarse 
para la solución adecuada, con las normas que contiene la parte general de 
la ley penal25; es decir, todo homicidio será punible y su autor culpable, si no 
concurre una causa de exclusión del delito. Como también, si es el caso de 
que el sujeto activo en el homicidio fuere declarado culpable, como es el caso 
de la justificación del actuar de un Notario, que tiene como causa de exclusión 
su actuar justificado en la norma de la parte especial, la que complementa 
con la norma penal de la parte general de un código penal, o en este caso de 
la ley del notariado, pues esta parte es la que establece su forma de 
participación en ese delito; esto es, le correspondería diversa consecuencia 
jurídico-penal, lo que es importante, porque no es lo mismo tener la calidad 
de autor que la de cómplice, no es lo mismo hacer que cooperar, pues la 
sanción aplicable es distinta para la autoría y para la participación y esto no 
lo determina la parte especial de la ley penal sustantiva, sino la parte general, 
relativa a la tipicidad que es la parte donde se ubica la participación.  
 
Pero el Notario Público debe entender que de los actos que él confeccione y 
firme es el autor de la conducta regular o irregular, por ser la función notarial 
una función personalísima y no puede excusarlo o justificarlo, el que un 
tercero que el consciente y conoce realizó el acto y que fue un error 
“involuntario” el cual no existe en materia penal sustantiva, por ello no opera 
como causa de justificación de un delito o de una actividad notarial irregular, 
puesto lo que se opera es el error de tipo o el de prohibición que sea 
invencible, pero siendo vencible, es decir, si no se toman las medidas 
diligentes, no exculpa. Vgr. El notario que no verifica por los medios mínimos 
la identidad de un compareciente, que resulta suplantó a una persona, porque 
sin ser perito, la credencial de elector es posible apreciar con los sentidos en 
forma objetiva si presenta alteraciones burdas en la fotografía por ejemplo, y 
su falta de cuidado en este caso no se puede amparar el error de tipo o de 
prohibición invencible para ser exonerado.  
 
Porque, en complemento a lo anterior, es sabido que el error es manifestación 
de la voluntad de la persona, que actúa en forma negligente o dolosa, pero 
con voluntad, por lo que no existe el “error involuntario”, pues lo que ocurre, 
que la ley prevé que, bajo ciertas premisas por error negligente o doloso, la  

 
25 Vid. Código Penal Federal y Código Penal de Guanajuato. (Parte Especial y Parte General). 
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sanción se excluye, cuando el sujeto a pesar de tomar todas las previsiones 
que tenga a su alcance y no logra salir del error. Situación, que en materia 
penal es la excepción a la carga de prueba del órgano acusador, donde si el 
inculpado invoca en su defensa un error o una causa de justificación debe 
probarlo, lo cual debe ser trasladado al ámbito notarial y dejar de lado los 
“errores involuntarios” de los notarios, que cuando cometen irregularidades 
es común que invoquen en el procedimiento sancionador, y cuando aduzcan 
que obran en causa justificada deben acreditar tal cuestión, y si no lo hacen, 
deben ser sancionados cuando la conducta irregular este debidamente 
demostrada, es la carga de la autoridad administrativa y del quejoso o 
denunciante. Ante estos ejemplos se acredita la utilidad y aplicación del 
derecho penal sustantivo en el derecho sancionador notarial.  
 
En síntesis, esto es aplicable al derecho sancionador notarial, pues los tipos 
administrativos en ciertas conductas remiten a justificaciones, términos o 
condiciones establecidos en la parte general de misma la Ley del Notariado 
para el Estado de Guanajuato 
 
3.3 Normas penales incompletas en cuanto a su estructura: las normas 
penales en blanco 
 
Se actualiza este supuesto cuando la ley penal, de manera excepcional, deja 
parcial o totalmente26 sin expresar el supuesto de hecho o bien la 
consecuencia jurídica, determinando la remisión de la ley penal o bien otra 
ley distinta a aquélla, existiendo así el complemento entre normas o 
disposiciones que rellenan el vació que existe en el precepto remitente, 
incluso en leyes u ordenamientos donde el legislador le concede “autorización 
o delegación” a un órgano legislativo de menor rango, pero la autorización es 
concedida por la propia ley penal, para que sea válida. A la inversa ocurre 
con la ley del notariado, que ciertas conductas del notario las equipara a 
delitos. 
 
Sobre este tema, Mezger27, habla de dos supuestos de leyes penales en 
blanco, adicionales al tradicional concepto en principio enunciado. Dice que 
hay normas penales en blanco cuando: I. El complemento se halla contenido  

 
26 Por ejemplo, el Código Penal Federal, en su artículo 193 establece: “…se consideran narcóticos los que 
determina la Ley General de Salud…”, y en su artículo 147 dice que se comete delito ecológico cuando: “…sin 
contar con…de acuerdo a las normas de autorización a la que se refiere el artículo 147 de la Ley General de 
Equilibrio Ecológico.” Es decir se remite a los supuestos de otras leyes. Por su parte el Código Penal de 
Guanajuato, en su artículo 230, relativo al delito de Ataques a las Vías de Comunicación, que se comete cuando: 
“…se destruya cualquier vía de comunicación de uso público…”. Sin que defina tal concepto, por tanto se 
remite a la Ley de Vías Generales de Comunicación para establecer, cuáles son vías de uso público. 
27 Vid. Mir. Puig, op. cit. p. 37. 
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en la misma ley penal; y, II. El complemento se halla contenido en otra ley, 
pero emanada de la misma instancia legislativa. 
 
Lo anterior, es el sustento dogmático y legal para que la Ley del Notariado 
del Estado de Guanajuato, como ley en blanco, a la inversa de lo señalado 
en la ley penal, haga uso del principio sustantivo penal de remisión legal y la 
realice sobre las conductas señaladas en los artículos 27-A, 27-B y 27-C, en 
las que formula el legislador la homologación de estas conductas a delitos 
determinados y a la aplicación de las consecuencias jurídicas 
correspondientes en el Código Penal local. 
 

XII. Principios limitadores de la potestad punitiva del Estado en el 
ámbito penal. 

 
Para efectos de entender que con la presente iniciativa, no se actúa 
arbitrariamente en contra del Notario Público que comete irregularidades, y 
que las propuestas de reformulación y ampliación del espectro de ampliación 
de las conductas que ameritan suspensión o revocación, y en un caso la 
sanción de amonestación, es por seguridad jurídica del Notario Público 
honesto y probo -quien nada debe nada teme- así como exponer otras 
razones y que la presente propuesta es proporcionada y racional, conforme 
a lo establecido por estos principios constitucionales preceptuados en el 
artículo 16 de la Carta Magna, y lo suponemos será analizado en mesas de 
trabajo, para que este claro que en la reformulación de causales y el 
incremento de los supuestos típicos administrativos, sobre todo de la 
suspensión y revocación del fíat, se tomó en consideración los principios 
limitadores del poder punitivo del estado, para garantizar la constitucionalidad 
y legalidad de la medida legislativa propuesta en este tema.  
 
Así tenemos que, como se apuntó con anterioridad, la potestad punitiva se 
ejerce, en un primer momento, cuando se crea la ley y se promulga, y en otro 
momento, cuando se aplica a sujetos concretos. Esto se traduce en dos 
problemas fundamentales que se deben resolver: 
 
1°. Los límites que el Estado de Derecho impone al que detenta la potestad 
en orden a construcción del sistema penal positivo, y 
 
2°. Los límites que el Estado de Derecho establece en orden a la aplicación 
y ejecución de las consecuencias jurídicas o sanciones sobre un autor 
concreto. 
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Estos problemas deben ser resueltos a través de los límites formales de esa 
potestad, pero esto no quiere decir en modo alguno, lo que “formalmente” el 
Estado puede prohibir u ordenar, sino la forma que ha de revestir la expresión 
de esa potestad punitiva en todos sus aspectos, tomando para su moderación 
el modelo de estado democrático de derecho, cuyo orden jurídico debe ser 
sistematizado e integral, a efecto de garantizar el respeto a los derechos 
fundamentales de los justiciables, pero además, debe ser actualizado con 
base en los problemas sociales, a los debe coadyuvar para demostrar eficacia 
y utilidad social, como es el caso de los problemas de las conductas notariales 
irregulares que hoy han rebasado todo lo imaginable posible y a lo cual el 
estado debe poner freno para evitar que la ciudadanía siga resintiendo un 
daño y el estado reciba muestras de no respeto por parte del Notario Público 
deshonesto y falto de probidad. 
 
Entonces, con base en estos principios el derecho penal aplicables al derecho 
sancionador  notarial, la presente propuesta en la presente iniciativa se 
considere se apega al Principio de Proporcionalidad constitucional porque en 
este momento, dado el reclamo social contra la irregularidad de ciertos 
Notarios, es necesaria la media; es también idónea dada la gravedad de las 
conductas que se propondrán como causa de revocación del fiat, porque 
debe ser sancionada con severidad la conducta deshonesta y ausente de 
probidad y ética del Notario Público que afecta gravemente la fe pública y; es 
legal o proporcional, porque este órgano legislativo es la instancia 
competente para hacer la reforma respectiva y porque la violación a los 
principios que rigen la función notarial, que no están comprendidos en la ley 
actual, no pueden dejar de seguir siendo sancionados, conforme a una 
adecuada política pública legislativa y tomando en cuenta que el legislador 
tiene el uso de esta facultad atendiendo al principio de supremacía legislativa. 
 
Frente a esta cuestión y con el propósito de respetar, a su vez dentro del 
procedimiento sancionador los derechos fundamentales de los ciudadanos, 
en este caso al Notario Público incoado; principios a continuación referidos 
que significan los postulados esenciales del Derecho Penal democrático. 
 
Solo nos referimos a los principios más importantes que consideramos son 
aplicables al Derecho Sancionador en cualquier materia, incluida la notarial 
administrativa.  
 
Así tenemos: 
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A. Principio de legalidad 
 
En su primigenia formulación, el principio de legalidad perseguía el 
sometimiento del Estado a la ley, decía Beccaria28. En la actualidad, ese 
concepto no puede tener la misma significación, y dicho principio ha de hacer 
posible la aplicación de la ley penal en sintonía con el espíritu y letra de la 
Constitución; a la que deben subordinarse todas las leyes y también su 
aplicación por los operadores jurídicos, que podrán desaplicar de acuerdo 
con el Control difuso de constitucionalidad y convencionalidad en aquellos 
casos que contradigan la norma fundamental constitucional –según algunos 
autores contemporáneos-, entre ellos García Enterría29. Así pues, el principio 
de legalidad ha de ir más allá y llegar al ideal de justicia material que el 
derecho positivo dice perseguir, protegiendo también al quejoso o 
denunciante en cuanto a los derechos que le fueron vulnerados por el notario, 
a través del principio de juridicidad y ponderación en el caso de conflictos  o 
choque de derechos fundamentales entre los que le corresponde a éste y los 
que le corresponden al fedatario puestos en litis en el procedimiento 
sancionador o en juicios autónomos. 
 
En México, la garantía de legalidad en materia penal se encuentra establecida 
en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en su párrafo tercero, en el que se establece: 
 

“…En los juicios de orden criminal queda prohibido imponer, por simple 
analogía, y aún por mayoría de razón, penal alguna que no esté 
decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata…” 
(nullum poena sine lege)30. 

 
Es importante destacar que este principio de legalidad es, de la misma forma, 
para la ciencia jurídico-penal la base para la construcción sistemática del tipo 
y de la tipicidad penal: la primera, entendida como parte de la función 
legislativa, y la segunda, como propia de la función jurisdiccional. 
 

 
28 Vid Beccaria, CESARE, “Tratado de los Delitos y de las Penas”, Comentarios de Voltaire, (Traducción Juan 
Antonio de las Casas, Introducción, apéndice (Beccaria en España) y notas de Juan Antonio Delval. El Libro de 
Bolsillo, Derecho, editorial Alianza, tercera reimpresión, Salamanca, España, 2003, p. 32. Al abordar el tema 
relativo al derecho de castigar estableció, que, “sólo las leyes pueden decretar las penas de los delitos, y esta 
autoridad debe residir solamente en el legislador”, agregando, “…ningún magistrado bajo pretexto se celo o 
bien público, puede aumentar la pena establecida contra un ciudadano delincuente…” 
29 Vid. Quintero Olivares, GONZALO, “Manual de Derecho Penal”, Parte General, Editorial Aranzadi, 
Navarra, España. (2002), p. 73. 
30 Vid. Carbonell, MIGUEL, “Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. Editorial Porrúa, 146ª. 
Edición actualizada, México, 2004, p. 
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El principio de legalidad establece que la intervención punitiva estatal, tanto 
al configurar el delito como al determinar, aplicar y ejecutar sus 
consecuencias, debe estar regida por el imperio de la ley, entendida ésta 
como expresión de la voluntad general. Es pues útil este principio para evitar 
el ejercicio arbitrario e ilimitado del poder punitivo estatal.  
 
Este principio supone, al mismo tiempo, un freno para una política penal 
demasiado pragmática que decida acabar con la criminalidad a toda costa, 
aun movida por razones defensivas o resocializadoras radicales, sacrificando 
las garantías mínimas de los ciudadanos, imponiendo incluso sanciones no 
previstas, ni reguladas en ley alguna, porque “el fin jamás justificará los 
medios” y porque la experiencia en el ámbito penal ha reflejado que es 
preferible una política penal mala, pero llevada a cabo con el respeto a las 
garantías jurídicas mínimas, a una buena política penal realizada sin ningún 
tipo de control. La idea expresada por von Liszt, quien sostenía que “el 
Derecho Penal es la Magna Carta del delincuente”31 es consecuencia del 
principio de legalidad en sus inicios de evolución. 
 
Así, en el derecho sancionador notarial, cualquier conducta que se deba 
sancionar debe estar establecida en forma previa al hecho denunciado y a la 
aplicación de la sanción, y describir en forma clara la conducta que contiene, 
a efecto de hacer el análisis de engaste o no la hipótesis atribuida al notario. 
Por ello, nuestra propuesta de ofrecer tipos más claros, y con mayores 
hipótesis que se consideran graves que deben ser incluidas en la ley del 
notariado.  
 
Del principio de legalidad se desprenden otros más, como son: 
  
A.1 Tipicidad y tipo jurídico-penal 
 
En el ámbito del Derecho Penal, el comportamiento humano voluntario es 
hasta ahora el único relevante, es decir, la acción realizada en forma positiva 
o bien en forma omisiva, así como el resultado material o formal que 
producen, y atendiendo a la afectación material del bien jurídico-penal o la 
sola puesta en peligro- afectación formal o jurídica- de éste, es lo que 
convierte ese comportamiento en delictivo.  
 
Estas categorías son la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad, acorde a 
una sistemática jurídico-penal moderna. Por ello, sólo baste decir, de modo 

 
31 Vid. von Liszt.- Op. Cit. p 250. 
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general, que toda acción u omisión es delito cuando se encuentra descrita en 
la ley penal (tipicidad); por tanto, se infringe el ordenamiento jurídico 
(antijuridicidad) y puede ser atribuida a su autor (culpabilidad), siempre que 
no se actualice una causa de exclusión (legítima defensa, atipicidad, causa 
de inculpabilidad, etc.), o no existan obstáculos punitivos (excusas 
absolutorias) que impidan la aplicación de la penalidad32. En el caso del 
sistema sancionador notarial aplican, porque la ley otorga justificación y 
cuestiones que son atípicas, es decir, conductas irregulares que no están 
incorporadas al apartado de sanciones notariales, lo cual constituye la 
presente pretensión de iniciativa. 
 
La categoría que merece nuestra atención es la tipicidad, porque es frecuente 
la confusión terminológica y, por tanto, sistemática, de este concepto y 
regularmente se confunde con el significado del tipo jurídico-penal, más grave 
si la confusión entraña la significación del tipo de injusto, cuya diferenciación 
no viene al caso apuntar.  
 
La tipicidad es la adecuación de un hecho (supuesto de hecho) a la 
descripción (tipo) que del mismo se hace en la ley penal. Esto, como se ha 
citado, derivado del principio de legalidad en su vertiente nullum crimen sine 
lege, puesto que sólo los hechos descritos en la ley penal como delitos 
pueden ser considerados como tales. No sobra decir que esta categoría 
sistemática del delito lleva implícito la institución del tipo penal, pero no sólo 
eso, sino que además se obtiene que la tipicidad es una función en la 
sistemática que está reservada a los órganos jurisdiccionales, es decir, la 
tipicidad es propia del juez, sólo éste la puede declarar en el momento cuando 
un caso concreto se amolda al supuesto de hecho descrito en la ley penal.   
 
El tipo jurídico-penal es la descripción de la conducta ordenada o prohibida, 
bien como acción o como omisión,33 que lleva a cabo el legislador en el 
supuesto de hecho de una norma penal. Por ello, la tipicidad tiene como 
presupuesto la existencia de un tipo, porque significa que el comportamiento 
es subsumible en el supuesto de hecho de la norma penal. Es ésta la 
diferenciación correcta. Ahora bien, el tipo en cuanto a su elaboración  

 
32 El Código Penal Federal define al delito como el acto u omisión que sancionan las leyes penales; en tanto 
que el Código de Guanajuato no lo define; de la construcción sistemática de ambos códigos se obtiene que el 
delito es la conducta típicamente antijurídica y culpable. Así la punibilidad ha dejado de ser elemento del delito 
y pasa a ser sencillamente la consecuencia jurídica del mismo. Por ello, debe tenerse especial cuidado al 
establecer la sanción como parte de una infracción, es sólo la consecuencia.  
33 La acción es la expresión de la voluntad o comportamiento voluntario que modifica el exterior y dependerá de 
la sistemática que se adopte para determinar si es causal, final o social. La omisión por su parte, en si misma 
no existe porque está referida a una acción distinta, es decir, cuando el sujeto estuvo en condición de realizar 
una acción determinada. Es la falta de acción esperada. 
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constituye una función reservada al legislador, el juzgador no puede 
efectuarla, y presupone el desarrollo de la técnica legislativa, en la que debe 
ser lo menos casuístico y buscar en la elaboración del tipo una diversidad de 
formas de aparición de comportamientos humanos que deben ser estimados 
como delitos, con una imagen conceptual lo suficientemente abstracta como 
para poder englobar el mayor número de comportamientos que tengan 
características esenciales comunes. Es así como se establece que, en el 
Derecho Penal, el tipo tiene una triple función.34 
 

1) Función seleccionadora de los comportamientos humanos 
penalmente relevantes. 
 

2) Función garantista o de garantía, en la medida que sólo los 
comportamientos subsumibles en él pueden ser sancionados 
penalmente. 
 

3) Función motivadora general, puesto que, con la descripción de los 
comportamientos en el tipo penal, el legislador indica a los ciudadanos 
qué acciones u omisiones están preceptuados o prohibidos, y esperar 
que, con la conminación en los tipos penales, los ciudadanos se 
abstengan de su realización.  

 
Así, en la presente propuesta este principio se observa en la reformulación 
de tipos jurídico-administrativos notariales y en la ampliación de los supuestos 
de suspensión y revocación del fíat, tratando de hacer la construcción con 
elementos objetivos para su mejor y más fácil acreditación por la 
autoridadadministrativa reguladora de la función notarial, y tomando en 
cuenta el principio de taxatividad, lo que no significa el exceso de descripción, 
sino hacer referencia al mayor número de supuestos a abarca en cada 
hipótesis creada 
 
A.2 Garantías derivadas del principio de legalidad 
 
Del principio de legalidad, como se ha indicado con antelación, derivan varias 
garantías en materia penal que sirven para hacer posible la vigencia de este 
principio; sin embargo, su función es poner límites a la potestad punitiva 
estatal, que se encuentran integradas en la mayoría de los códigos penales  
 
 

 
34 Vid. Muñoz Conde, FRANCISCO, “Derecho Penal”, parte general, 4°. Edición, editorial Tirant lo Blanch Libros, 
Valencia, España, 2000, p. 286-287. 
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de Europa,35 y en el nuevo Código Penal para el Estado de Guanajuato, cuya 
vigencia data del 1° de enero del año 2002, cuya parte general dogmática ha 
superado al Código Penal Federal36 (30), dada la consistencia sistemática 
que contiene en esta parte, y que aplica al sistema sancionador notarial. 
 
A.2.1. Garantía criminal  
 
Debe calificarse como delito sólo lo que la ley penal considera como tal, es 
decir, no será castigada ninguna acción ni omisión que no esté prevista como 
delito o falta por la ley. De este principio, surge la prohibición de extender el 
carácter de delito a comportamientos análogos o parecidos, pero que no 
estén taxativamente formulados como típicos. En síntesis, del supuesto 
considerado como delito debe desprenderse la norma típica penal. Lo cual 
debe aplicas a los tipos administrativos en el derecho notarial sancionador.  
 
A.2.2. Garantía penal  
 
El juzgador sólo puede imponer la pena fijada en la ley para el delito cometido, 
y ésta debe estar establecida con anterioridad al comportamiento 
desarrollado. La pena debe ajustarse a naturaleza o clase que estipule la ley 
y su duración o cumplimiento debe estar específicamente señalada por 
el juzgador en su resolución.  En el caso de la Ley del Notariado para el 
Estado de Guanajuato, se señala con perfección la consecuencia de 
suspensión, la temporalidad y la revocación del fíat, en su caso. 
 
A.2.3. Garantía jurisdiccional 
 
No puede ejecutarse pena ni medida de seguridad, sino en virtud de 
sentencia firme dictada por tribunal penal competente, tras haber cumplido 
los requisitos y garantías del debido proceso.37 En el procedimiento notarial,  

 
35 Código Penal Español, vigente a partir de 1995.- Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología 
(http://criminet.ugr.es/recpc) 
36 Que fue reformado en 1994, en la que sustituyó el concepto de cuerpo del delito por elementos del tipo, y 
aunque en la reforma constitucional de 1999 se realizó la regresión de estos conceptos, este código conservó 
su estructura sistemática fundamental adoptada a partir de 1994. 
37 Vid. Iniciativa de Reforma al Sistema de Justicia Penal, Iniciativa de Reforma Constitucional y Legal. Archivo 
de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato. La iniciativa presentada por el titular del 
Ejecutivo Federal, al Congreso de la Unión de la denominada Reforma Integral del Sistema de Justicia en 
México, entre otros aspectos fundamentales pr4senta como cambios, la incorporación del debido proceso, lo 
que significa ser viables en las leyes penales, sobre todo en las leyes de carácter procesal, los principios de 
inocencia, oportunidad, oralidad y publicidad, entre otros. Es decir, incorpora en el proyecto del Nuevo Código 
Federal de Procedimientos Penales, estos principios. Con la finalidad de abandonar el sistema inquisitorial o 
adoptar el sistema de justicia acusatorio, con todo lo que ello implica. 
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la sanción se impone bajo las reglas del capítulo XIV por el Titular del Poder 
Ejecutivo o quien este delegue la función a semejanza de los órganos 
jurisdiccionales penales, pero el notario tiene la oportunidad de recurrir a el 
Tribunal de Justicia Administrativa en demanda de nulidad y al juicio de 
amparo en su momento, es decir, existen los mecanismos legales de defensa 
ante órganos material y formalmente jurisdiccionales. Y en el capítulo XV de 
la misma ley del notariado se establecen los medios de defensa. 
 
A.2.4. Garantía de Ejecución 
 
No podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la 
proscrita por la ley y los reglamentos que la desarrollan; ni bajo circunstancias 
que no estén expresadas en su texto, y se desarrollará bajo el control de los 
jueces o tribunales, quienes deberán cerciorarse de su cumplimiento, el que 
deberá apegarse al respeto de las garantías jurídicas y los derechos 
fundamentales del justiciable. Se encuentra establecida Enel artículo 126 de 
la Ley del Notariado local. 
 
A.2.5. Garantía Lex previa 
 
Esta garantía establece la prohibición de retroactividad, esto es, la ley debe 
ser promulgada en forma previa a los hechos que se pretende sancionar y 
debe estar vigente en el momento en que se realice el comportamiento. 
Además, no puede existir retroactividad en perjuicio del incoado. Por ello, de 
proceder la presente iniciativa, las sanciones a las conductas reformuladas y 
al catálogo ampliado podrán ser impuestas al Notario Público, siempre 
mediando procedimiento debido, de aportar pruebas y controvertir las que 
obren en su contra, garantía de audiencia y defensa adecuada, es decir, 
debido proceso. Lo cual se plasma en el Capítulo XIII de la Ley del Notariado 
para el Estado de Guanajuato. 
 
A.2.6. Garantía Lex Scripta 
 
La ley penal debe ser escrita, porque es esto la máxima expresión del 
derecho positivo, lo que contribuye la posibilidad de que mediante la 
costumbre a los principios generales no escritos se establezcan delitos y 
penas. Con ello se reserva al legislativo la potestad de definir los delitos y las 
penas, dado que con las normas penales y todas las del sistema sancionador 
por traer aparejada consecuencia jurídica, siempre afectan derechos 
fundamentales, tan es así, que el reo se convierte en sujeto pasivo de la 
sanción penal y en este caso. Por esto, se pretende que para cumplir con la  
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legalidad se incorporen a la ley del notariado nuestra propuesta y se 
enriquezca en todo caso, en la consulta a los sectores que se estime 
procedentes. Estamos convencidos que estamos cumpliendo con el 
compromiso de hacer lo correcto, lo que útil a la sociedad y que podría 
resolver un problema grave en el desempeño irregular de la función notarial. 
Lo cual se plasma en el Capítulo XIII de la Ley del Notariado para el Estado 
de Guanajuato. 
 
A.2.7. Garantía Lex Stricta 
 
A través de ella, se posibilita el principio de taxatividad y de seguridad jurídica. 
Para el primero los principios, la ley penal no debe ser extensiva a supuestos 
no contemplados en la ley; pero ello no implica que el legislador al hacer la 
descripción del supuesto de hecho deje abierta la posibilidad para que el 
operador jurídico interprete el contenido de la norma, cuando los términos son 
amplios, porque es imposible que la ley enumere todas las posibles formas 
de aparición del delito. Sin embargo, la interpretación del juzgador debe 
derivar de la norma penal, no de comportamientos análogos o parecidos que 
no estén regulados en la ley penal, ni que dependa de su personal valoración, 
sino de reglas específicas y claras en la medida de lo posible.   
 
También existen casos en que el legislador establece normas penales que se 
denominan tipos abiertos, en los que las fronteras de la conducta punible 
son, absolutamente difusos (Vgr. “cualquier otro medio violento”38 “….acto de 
colaboración39…” en el terrorismo), que al igual que los tipos en blanco, las 
legislaciones penales van abandonando, puesto que esto es atentatorio de la 
seguridad jurídica de los inculpados: por ello se pugna porque la norma penal 
deba ser clara y concreta, sin acudir a términos excesivamente vagos que 
dejen en la indefinición el ámbito de lo punible, sin dejar de ser amplios.  
 
En el caso de la ley del notario en el apartado de sanciones se exponen 
expresiones como: “habiendo desaparecido las causas que motivaron…”, 
incumplir el pago”, etc., por ello es perfectamente aplicable dicho principio a 
esta materia. 
 
 
 
 
 

 
38 Vid. Artículo 139 del Código Penal Federal. 
39 Vid. Artículo 245 del Código Penal de Guanajuato. 
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B.- Principio de dolo y culpa 
 
Para que un comportamiento tenga consecuencia jurídica, debe ser de 
comisión dolosa40 o culposa, exclusivamente. El dolo, como elemento 
subjetivo y entendido bajo una concepción sistemática moderna del delito, 
como el conocer y querer la realización de los elementos objetivos del tipo. 
En tanto la culpa o imprudencia, como la actuación negligente que genere un 
resultado debido a la inobservancia del deber de cuidado que le impone la 
norma, según las circunstancias personales del sujeto, es decir, si actúa en 
condiciones de normalidad, emergencia, en el caso de notarios, como la ley 
los califica como expertos en derecho, su actuación es calificada como grave 
porque no pueden aducir desconocimiento de las normas jurídicas que 
inciden el acto notarial que realicen, es decir, es un sujeto activo cualificado, 
es decir, con ciertas cualidades, que agravan su proceder, como presunto 
inculpado. Por ello el sustento en considerar ciertas conductas que hoy son 
sancionables con suspensión, deben ser causales de revocación y el 
aumento de catálogo de conductas que motiven la revocación del fíat, a que 
se refiere la presente iniciativa. 
 
Sen este mismo, tenor, se ha establecido la construcción sistemática de la 
tipicidad subjetiva41, conformada precisamente por el dolo y la culpa, y 
además de los elementos subjetivos específicos que el tipo requiera. Resulta 
evidente que el dolo es parte subjetiva o interna de una persona física y que 
las personas jurídicas no pueden actuar por sí mismas con dolo. Sin embargo, 
no debe olvidarse que el Derecho Penal ha venido evolucionando y se ha 
construido teniendo como destinatario la delincuencia común; es decir, los 
delitos ordinarios, aun cuando sean clasificados como graves. Por ello, en el 
derecho sancionador notarial, no se juzga adecuado sancionar las conductas 
que sólo sean dolosas con la revocación, dado que es la génesis vertebral 
actual, sino romper el paradigma de política legislativa y establecer el tipo 
administrativo en forma genérica para que tengan cabida, tanto los 
comportamientos dolosos como los culposos, es nuestra propuesta.  
 

 
40 Vid. Muñoz Conde. Op. Cit., p. 306. En el ámbito penal existen diversas categorías de dolo, como lo son el 
dolo directo, de primer y segundo grado y el dolo eventual y su consecuente problemática de distinción con la 
culpa consciente. Por lo que pensamos que esto es susceptible de trasplantarse al ámbito del Derecho 
Sancionador Electoral, desde luego, mutatis mutandis, porque en este sólo se sancionan a partidos políticos, 
no a personas. 
41 Recuérdese que al inicio de la evolución sistemática del tipo, solo contenía elementos objetivos o descriptivos, 
y los elementos subjetivos correspondían a la culpabilidad, y es hasta la aportación de Welzel, en el finalismo 
en que se conforma la parte subjetiva del tipo con el dolo y la culpa y los elementos subjetivos específicos 
cuando el tipo así lo requiera; por ello, cuando se hable de dolo o culpa en el ámbito electoral debe cuidarse la 
sistemática a la que se hace referencia, porque el dolo no debe ubicarse en la culpabilidad, dado que en el 
Código Penal Federal ha dejado atrás esta postura sistemática. 
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En contraposición, existe un rezago importante en la evolución sistemática 
del Derecho Penal para otras formas de delinquir; en consecuencia, -en 
particular en Europa- se está construyendo la sistemática en la que se habla 
del Derecho Penal de dos velocidades42: la conservación de derecho penal 
de primera velocidad para esa delincuencia ordinaria, que es el que se tiene 
en la actualidad, y el derecho penal de segunda velocidad, cuya sistemática 
debe ser construida específicamente para la delincuencia organizada, incluso 
con actividades internacionales. Hoy en el ámbito notarial, éstos pueden 
verse involucrados en verdaderas mafias de delincuencia organizada, como 
la inmobiliaria, donde tenemos casos en la Ciudad de México, o participar en 
movimiento o tráfico inmobiliario en conocimiento de causa para lavar activos, 
por lo que debemos estar preparados y por ello la ampliación de conductas 
que propician la revocación del fiat que estamos proponiendo, esto nos viene 
y si el Estado no actúa, después será demasiado tarde. Esto nos convence 
que estamos a tiempo de legislar antes del problema en la entidad, que será 
punta de lanza en este aspecto y nos da seguridad a lo planteado. 
 
Ahora bien, también debe ser considerado que, con la entrada en vigor del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, es factible sancionar a las 
personas jurídicas, con lo que el dolo y la negligencia cobran mayor 
trascendencia en el ámbito penal y sancionador, en los aspectos del deber 
de cuidado que se tiene en las actividades empresariales, con mayor razón 
en la actividad notarial cuando se falta al debido control y organización del 
despacho de la notaría. Esta evolución del concepto de dolo, para no ser 
considerado sólo en lo personal, es decir, como manifestación subjetivizada 
de la persona; sino en lo colectivo, esto es, conjugando las intenciones de los 
sujetos, a través de elementos probatorios objetivos o externos que reflejen 
cuando menos, en forma de presunción, dicha intención delictiva, sobre todo 
cuando se forma una empresa, institución, etc., dedicada a actividades 
delictivas; en las que en tales condiciones se habla de dolo de las personas 
jurídicas, derivado de esa conjunción de ánimo doloso de sus integrantes, 
quienes utilizan a la persona jurídica para delinquir, surgiendo una nueva 
teoría en etapa de evolución científica, que habla de la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas, ni duda cabe que el notario a ser asesor de 
empresas mercantiles o comerciales, y a veces ser en realidad el “cerebro 
jurídico” de los actos de la empresa, está siendo autor de los delitos tipificados 
en los códigos penales, y que se cometen a nombre o en beneficio de la 
empresa o de determinados socios, pues para nadie es un secreto que es en 

 
42 Vid. Silva Sánchez, op. cit. 
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las notarías donde en realidad se materializan las actas de asambleas de las 
empresas mercantiles, no en la sede la empresa, y se formalizan las actas de 
sesiones. Por ello, en el derecho penal, ya es factible ir tras el notario como 
“cerebro de las operaciones” como en el escándalo de tráfico inmobiliario de 
notarios en la ciudad de México, recientemente publicitada, por lo que la 
materia administrativa notarial, no puede ser la excepción y se debe ir tras 
“ese cerebro” de irregularidades en la función notarial y de desempeño de 
actividades que representan un claro conflicto de interés, si se duda, basta 
sin ser perito, con comparar, el formato, le letra y el estilo de redacción de las 
asambleas de las empresas, con el utilizado en la confección de la 
formalización de las actas de asambleas, el tema a llegado al franco descaro, 
los casos para ejemplificar sobran y contamos con evidencia de ello.   
 
C. Principio de culpabilidad  
 
La culpabilidad –conforme el sentido más aceptado por la doctrina penal 
moderna- es un juicio de reproche que se le hace al autor por haberle dado a 
su acción final una determinada dirección que incidió en la configuración de 
un injusto penal. Sólo en estas condiciones puede ser declarado responsable.  
 
La culpabilidad por otra parte, y en forma inobjetable –será el fundamento y 
límite de la consecuencia jurídica a aplicar, y solo cuando el sujeto carezca 
de desarrollo o facultad mental necesario (inimputable); desconozca que el 
hecho estaba prohibido (está bajo error de prohibición invencible); o no le 
fuera exigible otro comportamiento diverso al que realizó, carecería de 
sentido imponer una pena43. 
 
En consecuencia, al fedatario público por ser un profesional de Derecho, por 
disposición legal, le es mayormente exigible el respeto a las normas, reglas y 
principios que orientan y regulan la función notarial, y su inobservancia debe 
ser sancionada con mayor severidad que en otros casos, es decir, de un 
profesional que tiene la calidad de fedatario público. 
 
D. Principio de proporcionalidad 
 
La respuesta penal debe ser equilibrada, es decir proporcional a la conducta 
realizada, pues no todo comportamiento igual se sanciona igual. Tampoco un 

 
43 Esta es la conformación de la culpabilidad adoptada hasta las aportaciones de la sistemática finalista, porque 
si se adopta la postura más avanzada en Europa surgida a mediados de los años 60s y que es el Funcionalismo, 
la culpabilidad es elemento de la responsabilidad, conjuntamente con el merecimiento de la pena, entonces, se 
actualiza un cambio conceptual. 
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comportamiento de lesión a un bien jurídico tiene el mismo desvalor que la 
simple puesta en peligro. Establece el origen o ratio del delito, porque el 
juzgador debe considerar los motivos que se tuvieron para realizar el delito y 
esto se debe reflejar en la sanción. 
 
En tal tesitura, en la propuesta que hacemos, para cada conducta 
reformulada y propuesta como adición establecemos los razonamientos de 
su necesidad y razonabilidad, así como la gravedad que reviste por el daño 
que causa.  
 

E. Principio de intervención mínima 
 
Para que la ley penal no se transforme en instrumento al servicio de los 
detentadores de la potestad legisladora y punitiva es preciso establecer 
ciertos límites. Esto significa que las leyes de un Estado de Derecho 
democrático solamente se justifican porque prestan tutela a un valor que 
recibe protección penal, sólo a efecto de hacer posible las condiciones 
mínimas de convivencia. Si se apartan de esa misión, no tutelan intereses 
comunitarios, sino sólo establecen deberes, serán formalmente “leyes 
penales”, pero no Derecho Penal propio de un Estado de Derecho.  
 
Así, pues es la grave violación a la fe pública, la probidad, honestidad y 
principios legales en esta entidad que rigen la función notarial lo que sirve de 
fundamento y motivo para ampliar el catálogo de conductas que ameritan la 
revocación del fíat, debe ponerse un alto a la actividad irregular notarial que 
causa grave perjuicio social, este es el sentido de la presente iniciativa. 
 
F. Principio non bis in idem. 
 
Consiste en la prohibición de que un mismo comportamiento resulte 
sancionado más de una vez –principio regulado por la jurisprudencia-. Aquí 
se presenta un problema accesorio que si bien no forma parte del tema, 
resulta necesario, sin embargo, abordar: lo que se conoce como identidad de 
normas o concurso de delitos, a través de los cuales varias acciones típicas 
se realizan en actos distintos (concurso real) o bien, cuando un solo 
comportamiento está contemplado en varios tipos penales (concurso ideal). 
Finalmente, la problemática que se presenta con el denominado concurso 
aparente, en el que un hecho puede ser elemento calificativo de otro; un tipo 
penal es especial respecto de otro que sea general; sea principal respecto de 
otro que sea subsidiario; o que estén formulados alternativamente, siempre 
que establezcan la misma punibilidad. 
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Es por eso, que en la ampliación del catálogo de supuestos de revocación se 
cuida no sancionar las ya establecidas en la ley del notariado vigente, sino 
diseñar nuevas conductas que revisten gravedad.  
 
G. Principio de resocialización 
 
Cuando se aplica la sanción ésta debe hacerse con fines de reeducación y 
reinserción social, sin lastimar la dignidad humana. Esto se refleja en la 
abolición de ciertas clases de penas, surgiendo los sustitutos penales a la 
aplicación de la pena privativa de libertad. Así, debe quedar claro que la 
sustitución de la pena no debe quedar a la elección del sentenciado, debe ser 
el juzgador quien determine la sustitución de la pena que corresponda.  
 
En el derecho sancionador notarial, este principio implica que en la 
suspensión el notario deba recapacitar y recomponer su actuar recibiendo 
una nueva oportunidad para continuar desarrollando su trabajo, sin embargo 
en la revocación, por ser la consecuencia más severa, trata de que sea 
mediando el proceso debido, la garantía de defensa y acreditándose 
plenamente la existencia de la conducta atribuida y la responsabilidad en un 
grado que supere toda duda razonable, como principio procesal del derecho 
penal moderno que debe ser aplicado en las sanciones a las que nos hemos 
referido.  
 

XIII. Catálogo de conductas irregulares del Notario Público a 
erradicar. 

 
Con todo lo planteado en la presente iniciativa que presenta ante esta H. 
Congreso del Estado, la Fracción Parlamentaria del Partido Revolucionario 
Institucional, pretende coadyuvar con esta acción legislativa al mejoramiento 
del servicio notarial y a la prevención de conductas irregulares que perjudican 
severamente al usuario ciudadano que requiere de  este tipo de servicios, a 
la fe pública y al Estado de Derecho en que se debe desarrollar toda sociedad 
democrática, pues la falta de probidad y honradez del fedatario público debe 
ser sancionada con respuestas contundentes, para enviar un mensaje claro 
a la sociedad en el sentido de que el Estado protege en forma igual al Notario 
honesto y probo, pero reacciona con eficacia para castigar al notario que se 
aparta de los principios que rigen esta función y de la legalidad. 
 
Con lo antes expuesto en el presente documento, consideramos que se 
acreditada con suficiencia racional que la presente propuesta aprueba el test 
de valoración exigido por los principios de proporcionalidad y razonabilidad 
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que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
con la sanción de éstas se pretende erradicar un cierto catálogo de conductas 
irregulares cometidas por el fedatario público, que se consideran altamente 
lesivas y que atentan contra la fe pública, la probidad, la ética de la función 
notarial y su imparcialidad con que debe actuar, por ello, deben ser 
sancionadas con la revocación del fiat o cuando menos, con la suspensión 
del ejercicio de la función notarial. Conductas que inciden en la reformulación 
de tipos administrativos con elementos de más fácil objetivación en el tema 
probatorio por la autoridad sustanciadora y más fácil determinable por un 
ciudadano común que sin ser experto en derecho, apreciará y comprenderá 
fácilmente las conductas irregulares del notario al que acuda, el que, de 
actuar irregularmente, debe denunciar ante la instancia correspondiente. Esto 
también será útil para autoridad administrativa sustanciadora del 
procedimiento sancionador, pues con tal reformulación de los supuestos del 
tipo administrativo notarial, consideramos que le será menos complicado 
acreditar la responsabilidad de los Notarios Públicos sometidos a 
procedimiento sancionador en esta materia. 
 
A continuación, se presenta el catálogo mencionado en la forma siguiente: 
  
1. Erradicación de conductas relacionadas con la expedición de 
testimonios, copias certificadas y certificaciones:  
 
Un primer ejemplo de lo referido lo encontramos en la Ley del Notariado para 
el Estado de Guanajuato en materia de expedición de testimonios, uno de los 
temas de principal relevancia para la seguridad jurídica, dada la función de 
tal índole que cumple el mismo.  
 
En un primer aspecto debemos decir que, el testimonio constituye el único 
instrumento legítimo que acredita el cumplimiento de la totalidad de los 
requisitos para que un acto pasado ante notario pueda entrar a la circulación 
jurídica.  
 
Bajo esa tesitura, la expedición de los testimonios resulta ser uno de los actos 
más trascendentes del ejercicio de la función notarial, dado el valor que los 
diversos ordenamientos otorgan a este documento notarial en razón de la 
cualidad específica de su autor y la finalidad de su función, y dado el alcance 
valorativo que el orden jurídico le otorga al mismo, ante la fe pública impuesta 
a los actos y documentos en los que el notario interviene.  
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Así las cosas, con la referida función jurídica del testimonio, se estima que la 
expedición del mismo en condiciones contrarias al cumplimiento de dicha 
función -acreditar el cumplimiento de la totalidad de los requisitos para que 
un acto pasado ante notario pueda entrar a la circulación jurídica y surta los 
efectos relativos derivados de lo referido en el testimonio y que la sociedad 
se conduzca conforme a la inteligencia dimanada de los términos del mismo- 
entraña una de las más grandes transgresiones a la seguridad jurídica, pues 
en esencia, cuando se expide un testimonio, se comunica a la sociedad en 
general que se ha cumplido con la totalidad de los requisitos para que un acto 
pasado ante notario pueda entrar a la circulación jurídica, de manera que la 
sociedad se conduce conforme a esa inteligencia y se generan efectos y 
relaciones jurídicas basadas en la misma; por ello, cuando se expide un 
testimonio sin que se hayan cumplido los mencionados requisitos ello 
conlleva que cualquier persona a la que se le presente tal testimonio -y por 
ende la sociedad en general- asuma, -dada la fe pública notarial impuesta a 
la sociedad que se verifica a través de la actuación del notario-, que un 
instrumento notarial se encuentra realizado siguiéndose las formalidades, 
requisitos o exigencias prevista en la Ley de la materia, cuando no es así, al 
grado de que se le asigne un alcance valorativo incorrecto e indebido, dado 
el carácter probatorio que la Ley concede a los testimonios de los 
instrumentos que los notarios expiden, lo que en forma grave defrauda la 
confianza social, pues se deja de acatar la exigencia legal y social que tiene 
el notario de conferir veracidad y autenticidad a los actos y hechos pasados 
ante su fe y se coloca en riesgo la estabilidad de las relaciones jurídicas que 
se verán afectadas, de manera que se ocasiona un perjuicio grave para la 
sociedad, por ser evidente, ante la fe pública que poseen los notarios, que al 
faltar a la verdad, ocasiona una inseguridad que lesiona los intereses de 
terceros y de la sociedad, con la consecuente afectación a la seguridad 
jurídica, misma que el notario, se supone, debería garantizar.  
 
En ese contexto, si bien la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, 
efectivamente recoge dicha postura en su artículo 97, y existen en su diverso 
artículo 124, algunos tipos administrativos relacionados con la necesidad de 
inhibir esta práctica nociva, tales tipos no recogen todas las situaciones 
hipotéticas graves que deben ser sancionadas en el marco del panorama 
aludido.  
 
Un segundo aspecto, por constituir una similar situación de lesión para la 
seguridad jurídica se produce en relación con la expedición de copias 
certificadas o certificaciones de instrumentos notariales u otros documentos 
notariales, cuando se emiten sin que se hayan colmado los requisitos para  
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que el acto pasado ante notario pueda entrar a la circulación jurídica, respecto 
de los cuales, no obstante que su práctica lesiona con la misma gravedad la 
seguridad jurídica, en el esquema de sanciones actual, dados los principios 
de tipicidad y taxatividad del derecho penal aplicables al derecho 
administrativo sancionador, dichas situaciones son sancionadas con la 
sanción de amonestación, en razón de no estar exactamente determinadas 
como causales de sanción de revocación, pese a su gravedad.  
 
Así, se considera dada la trascendencia de las situaciones y la importancia y 
función que reflejan las mismas en el derecho notarial, que la expedición de 
testimonios, copias certificadas y certificaciones, informando una situación 
jurídica falaz, cuando la misma en verdad no existe o no existe en la forma 
referida, es particularmente grave, y lesiona severamente la fe pública, al 
grado de que debe ser sancionada con la suspensión de la actividad notarial 
o la revocación del Fíat o de la licencia de notario auxiliar, para el ejercicio 
de la función notarial y, por tanto, para dicha revocación se propone deben 
ser incorporados al catálogo de causales relativo del artículo 124 de la Ley 
del Notariado para el Estado de Guanajuato.. 
 
Sin que pase por alto para los proponentes aprovechar para utilizar el 
lenguaje incluyente en la propuesta que se formula, en los términos 
siguientes, para cada una de las conductas catalogadas para revocación del 
fíat, en las hipótesis siguientes:  
 
● Expedir testimonio sin los requisitos previos que, para cada caso, 
determinan las leyes44.  
 
● Expedir copias certificadas, certificaciones o testimonio cuando el 
instrumento notarial no se encuentre firmado por la Notaria o Notario, o no se 
encuentre debidamente sellado45.   

 

 
44 Ello guardaría estrecha relación con los mandatos establecidos en el artículo 97 de la Ley del Notariado para 
el Estado de Guanajuato, que impone la obligación al notario de contar el propio testimonio con las constancias 
de haberse llenado los requisitos que determinan las leyes como previos a la expedición del testimonio. En la 
inteligencia de que los requisitos aludidos se refieren tanto a la formalidades notariales, como contar con la 
totalidad de las firmas de los otorgantes, contar con las autorizaciones preventiva y definitiva y los adicionales 
que impongan las demás leyes, que pueden ser variables en cada caso.  
 
45 Si bien en la fracción IX del artículo 124 de la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato se prevé causal 
de revocación, por expedir testimonios sin existir el instrumento respectivo o sin las firmas o alguna de las firmas 
de los otorgantes, salvo lo dispuesto por los artículos 88 y 94 de esa Ley; el supuesto citado no es contemplado 
dentro de dicha disposición normativa, no obstante que la cuestión importa el mismo grado de lesión al bien 
jurídico a tutelar con la misma gravedad que los supuestos contemplados, atentos a lo expuesto.  
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● Expedir copias certificadas, certificaciones o testimonios de 
instrumentos notariales no autorizados preventiva o definitivamente, salvo por 
mandamiento escrito de autoridad competente o por disposición de la Ley.  
 
● Expedir copias certificadas, certificaciones o testimonios de 
instrumentos notariales cuando tuvieran asentada la razón "NO PASÓ”, salvo 
por mandamiento escrito de autoridad competente o por así disponerlo la Ley. 
 
● Expedir copias certificadas o certificaciones sin coincidir con su 
documento notarial cotejado46.  
 
● No conservar permanentemente en su apéndice, un tanto original del 
testimonio, copia certificada o certificación que se expida47.   
 
2. Erradicación de conductas relacionadas con contar con folios 
reservados para lograr la simulación de documentos notariales con el 
objeto de manipular la veracidad de consecuencias jurídicas:   
 
Otra de las situaciones graves que se presentan en la práctica notarial 
consiste en la reserva de folios para lograr la simulación de documentos 
notariales, a fin de dar apariencia de veracidad y autenticidad a un supuesto 
acto o hecho presuntamente pasado ante la fe del notario en las supuestas 
condiciones y circunstancias referidos en el documento notarial, que en 
realidad no tuvo lugar en las citadas condiciones, fecha y circunstancias 
referidas, con el objeto de que se alteren las consecuencias jurídicas y se 
presenten ante la sociedad con apariencia de veracidad y autenticidad, a fin 
de inducir a un error, con el propósito de obtener un beneficio indebido al 
provocar consecuencias jurídicas contrarias a las que deberían producirse o 
que no deberían producirse o perjudicar a terceras personas.  

 
46 Si bien en la fracción XI del artículo 124 de la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, se establece 
la causal de revocación por expedir dolosamente testimonio sin coincidir con su instrumento en lo substancial, 
la causal propuesta obedece a aquellos supuestos en los técnicamente el notario no expide un testimonio, y por 
el contrario expide una copia certificada o una certificación, ya sea de un instrumento notarial o bien de otra 
actuación que no importa técnicamente un instrumento notarial, pero que de cualquier modo violenta la 
seguridad jurídica al certificar situaciones que en realidad no existen o no se presentan en la forma en la que 
se comunican en la circulación jurídica, como puede ser el caso de una copia certificada de un folio del libro de 
ratificaciones en que se hagan menciones alejadas de la realidad del folio respectivo, por lo que se propone 
dicha redacción, a fin de abarcar aquellas dichas situaciones, y en la inteligencia de que la acepción 
“documentos notariales” incluye no solo a los instrumentos notariales, sino a otras formas en las que se 
documenta la actuación del notario.  
47 En ese sentido, en la regulación correspondiente al apéndice tanto del protocolo, como del libro de ratificaciones deberá 
establecerse la obligación correlativa del notario, y consecuentemente deberá establecerse como uno de los rubros a revisar 
en las visitas de inspección general, en iniciativas futuras.  
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En este sentido, si bien la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato ha 
intentado erradicar esta práctica altamente nociva para la estabilidad social, 
en tanto que atenta directamente en contra del postulado de que la función 
notarial debe ser una garantía para que la colectividad pueda ejercer sus 
derechos derivados de una operación o pueda disfrutar libremente de sus 
bienes, sin perturbación alguna, ya que debe imperar, dentro del ámbito de 
justicia, la seguridad jurídica; y en ese sentido, se ha formulado un tipo 
administrativo relacionado con la cuestión en análisis, en la fracción X del 
artículo 124 del citado ordenamiento, su operatividad, en cuanto a colmar los 
extremos de la tipicidad y la taxatividad, se ven fácilmente superados por las 
prácticas evasivas, dada la simplicidad y la ambigüedad de la descripción 
típica, pues existen ocasiones en que los folios aun cuando se encuentran en 
blanco, o bien, en blanco sellados y rubricados por el notario, no reúnen la 
condición de estar firmados, sin referir además la disposición normativa de 
quien debe proceder la firma en cuestión, o bien, el alcance de la expresión, 
“en blanco”, lo que permite una serie de supuestos que aunque de igual 
manera resultan nocivos no sean sancionables con la sanción de revocación, 
en razón del principio de exacta aplicación de la Ley, y pese a ser evidente la 
intención de reservar los folios analizados, que por ser material notarial de 
seguridad y sensible debe estar resguardado por el fedatario en un lugar 
exprofeso por su propia seguridad. El no hacerlo, y al estar los folios en 
lugares distintos a la notaría o fuera del control del fedatario es una grave 
omisión que, por negligencia o dolo, cualquiera que sea la forma de comisión 
de la conducta, debe ser sancionado con la revocación del fíat por lo que 
esta conducta a pesar de estar actualmente contemplada en la ley del 
notariado, como a continuación se transcribe: 
 
“Artículo 124. Se revocará el fíat al notario por cualquiera de las causas siguientes: 
 
[...] 
 
X. Por tener folios firmados en blanco;..” 
 
Sin embargo, esta sola hipótesis ya no resulta suficiente en la actualidad. En 
ese sentido, resulta necesario realizar una reformulación de la descripción 
típica del supuesto normativo a fin de que garantice una verdadera disuasión 
de esta práctica altamente nociva, y en ese mismo sentido incluir en el 
catálogo de causales de revocación descripciones típicas que persigan las 
finalidades de infracción que cubran una mayor cantidad de supuestos, por lo 
que se proponen la reformulación de la incorporación de las conductas como 
causal de revocación del fíat en las hipótesis siguientes:  
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● Por tener folios en el protocolo o en el libro de ratificaciones sin asentar 
alguna actuación notarial, habiendo utilizado los anteriores y los 
subsecuentes48.  
   
● Por simular actos jurídicos.   
 
● Asentar hechos o actos jurídicos que constituyan fraude procesal o 
fraude al orden jurídico.   
 
3. Erradicación de conductas relacionadas con el extravío o la 
inutilización total o parcial de folios:  
 
Otra de las situaciones que se estiman particularmente graves y que se 
presentan en la práctica notarial consiste en el extravío, o la inutilización total 
o parcial de los folios, ello al tenor de que una las principales funciones del 
notario consiste en retener y custodiar los documentos originales que ha 
autorizado al hacer constar actos jurídicos o hechos que le consten bajo su 
fe, estando en posibilidad de expedir los testimonios y las certificaciones 
correspondientes, y que importa los principios de conservación de los 
documentos notariales y el correlativo principio de matricidad de los mismos.  
 
En esa inteligencia, resulta particularmente grave, que en la Ley del Notariado 
para el Estado de Guanajuato, dichas situaciones sean reguladas en forma 
poco rigurosa, contemplado la naturaleza del deber que se ve comprometido, 
y sin tomarse en cuenta que ello puede traer graves consecuencias para la 
seguridad jurídica, puesto que el extravío de folios en blanco puede dar lugar 
a la simulación de actos o de actas de hechos que pueden llegar a tener 
circulación jurídica con los riesgos en que ello coloca a la estabilidad social; 
y en el mismo sentido, en los casos en los que los folios ya han sido utilizados, 
su extravío o su inutilización total o parcial pone en riesgo la posibilidad de su 
reposición y por ende deja a sus reproducciones en entredicho, sobre todos 
en los casos en los que el documento notarial ya se hubiere firmado, o 
contuviere firmas de los comparecientes, y no fuese posible recabar 
nuevamente alguna de ellas.  
 
En ese sentido, independientemente de que la Ley del Notariado para el 
Estado de Guanajuato en su artículo 58, establezca un procedimiento para  

 
48 Si bien existe una causal de suspensión del ejercicio de la función notarial en el artículo 123 fracción VIII, que 
tiene similar contenido, se estima que persigue la misma finalidad, y que en ese sentido, dada la gravedad de 
la conducta que se pretende erradicar, el supuesto con algunas precisiones debe constituirse como causal de 
revocación.  
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su reposición, dicho procedimiento persigue una finalidad distinta a la 
sancionatoria que es precisamente dar una solución al problema concreto de 
las personas cuyo documento notarial se encontró implicado en aras de 
salvaguardar su certeza y seguridad jurídica.  
 
Sin embargo, se estima que no es razonable que dicho procedimiento 
constituya una eximente de responsabilidad para el notario en relación con la 
infracción a su deber de conservación de los documentos notariales, y en el 
mismo sentido no es razonable que dichas situaciones sean reguladas en 
forma poco rigurosa como actualmente sucede, ya que en los términos de la 
normatividad presente, tales situaciones sólo constituyen una infracción para 
la cual la normatividad sólo prevé un sanción de amonestación, al no 
señalarse expresamente otra sanción en la Ley para el incumplimiento de 
tales obligaciones49, lo que se avizora incoherente con la trascendencia de la 
obligación específica violentada y las posibles consecuencias para la 
seguridad jurídica que su infracción podría arrojar.   
 
En tal orden de ideas, se propone que las conductas relacionadas con los 
supuestos analizados sean sancionadas con mayor severidad, con las 
sanciones de suspensión del ejercicio de la función notarial y con la 
revocación el fíat o la licencia para el ejercicio de la función notarial, en razón 
de la gravedad e importancia del supuesto infractor; en ese sentido se estima 
deberían establecerse como tipos administrativos que ameritan la suspensión 
o revocación de la función notarial, los siguientes:   
 
Sanción de suspensión:  
 
● El extravío de folios, cuando no se dé el aviso a la autoridad 
competente dentro del término establecido en la ley50; o cuando se dé sin 
establecer el supuesto referido en el artículo 58 de esta Ley.  
 
● Por extravío de folios, en los supuestos a que los que se refieren las 
fracciones I y II del artículo 58 de esta Ley. 

 
49 Artículo 121. Se impondrá amonestación por escrito al notario que incurra en cualquiera de las siguientes causales:  
 

[...] 
 

V. Por incumplir las obligaciones previstas por esta Ley a las que no se les señala expresamente otra sanción. 
 
[...] 

 
50 Debe, correlativamente establecerse en el artículo 58 de la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, un plazo para 
cumplir con la obligación a fin de contar con un parámetro o hito a partir del cual sea objetivamente apreciable el 
incumplimiento a la obligación respectiva.  
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● Por extravío de tomos o folios que integren el Protocolo o el libro de 
ratificaciones, cuando el documento notarial estuviese firmado, o contuviere 
las firmas de los comparecientes y fuese posible recabar nuevamente alguna 
de ellas.   
 
Sanción de revocación del Fíat o de la Licencia: 
 
● Por extravío de tomos o folios que integren el Protocolo o el libro de 
ratificaciones, cuando el documento notarial estuviese firmado, o contuviere 
las firmas de los comparecientes y no fuese posible recabar nuevamente 
alguna de ellas, sin que haya tomado las previsiones a su alcance para dar 
solución que garantice la seguridad jurídica51, dentro del término de ley.52.   
 
4. Erradicación de conductas relacionadas con la suplantación de 
identidad y tráfico inmobiliario:  
 
Uno de los tópicos de mayor trascendencia en el ejercicio de la función 
notarial constituye la necesidad de que los notarios aporten certeza en 
relación con la identidad de las personas que acuden ante ellos a fin de se 
reciba, interprete, redacte y se de forma legal a su voluntad a fin de conferir 
autenticidad y dar certeza jurídica a los actos y hechos pasados ante su fe a 
través de la consignación de los mismos en instrumentos públicos de su 
autoría, y sobre la viabilidad de la voluntad de las personas en relación con 
las consecuencias de derecho que se persiguen, asegurando que los efectos 
deseados tengan eficacia en un marco de respeto del orden jurídico, en el 
entendido de que la función notarial debe ser una garantía para que la 
colectividad pueda ejercer sus derechos derivados de una operación o pueda 
disfrutar libremente de sus bienes, sin perturbación alguna, ya que debe 
imperar, dentro del ámbito de justicia, la seguridad jurídica.  
 
En tal orden de pensamiento, si bien los notarios no se constituyen como 
peritos en materias relacionadas con la falsedad de documentos, los mismos 
desempeñan una función pública de conferir autenticidad y dar certeza 

 
51 En el mismo sentido, debe, correlativamente establecerse en el artículo 58 de la Ley del Notariado para el 
Estado de Guanajuato o bien en las disposiciones que regulan el contenido del índice de sendos libros, un 
mecanismo obligatorio que garantice acceder a esta información, y que ante su omisión se presuma legalmente 
que el documento notarial se encuentra en el supuesto referido, a fin de contar con un parámetro o hito a partir 
del cual sea objetivamente apreciable la verificación de encontrarse en el supuesto aludido.   
52 Debe, correlativamente establecerse en el artículo 58 de la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, 
un plazo para cumplir con la obligación a fin de contar con un parámetro o hito a partir del cual sea objetivamente 
apreciable el incumplimiento a la obligación respectiva.  
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jurídica a los actos y hechos pasados ante su fe, por lo que en ese sentido, 
debe exigírseles un mínimo aseguramiento o cercioramiento de la identidad 
real de que las personas que ante ellos acuden son las personas que se 
identifican como tales, y que las identificaciones como la credencial del IFE o 
INE sean auténticas, dado que en Instituto Nacional Electoral, permite una 
fácil consulta pública a la que el notario tiene acceso y, por tanto asegurarse 
de que los comparecientes son los sujetos legitimados para asumir las 
consecuencias relacionadas con los derechos o bienes a que se refieren los 
documentos notariales de su autoría.  
 
Así las cosas, resulta necesario a través de la presente iniciativa fortalecer el 
hecho de que los notarios no deben limitarse únicamente a ser simples 
receptores de documentos y declaraciones, sino que por la delicadeza de la 
función deben establecer controles de comprobación que hoy las tecnologías 
de la información permiten y consecuentemente deben asumir un papel 
verdaderamente activo que asegure con plena certeza, la identidad de las 
personas que ante ellos acuden y la viabilidad y veracidad de los hechos 
declarados en los documentos notariales, debiendo establecer en la Notaría 
mecanismos de comprobación de documental oficial, como antes se dijo, 
dada la alta incidencia de alteraciones de documentos y suplantaciones o 
robos de identidad que hoy son comunes, a lo que un Notario Público no debe 
ser ajeno.  
 
Bajo esta tesitura, se estima que la redacción de la Ley del Notariado para el 
Estado de Guanajuato en este tipo de obligaciones debe ser más exhaustiva 
y terminante, de manera que no quede duda que el alcance de la obligación 
del notario es la de realizar las acciones mínimas exigibles a un Experto en 
Derecho para asegurar como se dijo con plena certeza la identidad de las 
personas que ante ellos acuden a solicitar servicios notariales y la viabilidad 
y veracidad de los hechos declarados en los documentos notariales y que, 
son sabedores que de no lograrse dicho efecto, es clara su responsabilidad 
por omisión negligente o dolosa en las consecuencias que de su 
incumplimiento se deriven.  
 
Así por ejemplo, debe señalarse que se estima que en lugar de establecerse 
en el artículo 76, y 77 de la Ley, que en las escrituras el notario hará constar 
bajo su fe los medios por los que se aseguró de la identidad de los otorgantes 
y si a su juicio tienen capacidad legal, y que el notario hará constar la 
identidad de los comparecientes por los medios establecidos, la ley debe 
referir que el notario se asegurará de la identidad de los otorgantes y de que 
los mismos tienen capacidad legal, y que para ello deberá realizar todas las  
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investigaciones o comprobaciones a su alcance, dado el avance de las 
tecnologías de la información y de comunicación y las consultas públicas que 
hoy están a su alcance por diversas instituciones gubernamentales y 
privadas, que resulten necesarias; pues con ello se garantizaría un papel 
activo del notario y una verdadera verificación de la identidad de las personas 
que ante ellos acuden, en aras de la seguridad jurídica y de la certeza de los 
actos notariales.  
 
Asimismo, se estima que en lugar de establecerse en el artículo 75 fracción 
IV inciso a) de la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, que el 
notario en la conformación de las escrituras, cuando se trate de contratos 
relacionados con bienes inmuebles, mencionará los antecedentes de 
propiedad y certificará haber tenido a la vista el testimonio o los documentos 
certificados que le presenten para la conformación de la escritura y si se 
encuentra o no inscrito en el Registro Público de la Propiedad y de Comercio 
el último título, citando los datos de la inscripción y, en su caso, tomo y fecha 
de inscripción, y que determinará su naturaleza, ubicación, superficie, 
medidas y linderos; la ley debe referir que el notario no sólo se limitará a 
señalar si el inmueble se encuentra inscrito o no en el Registro Público citado, 
sino que además, certificará la situación jurídica en la que se encuentre el 
inmueble y se asegurará de que el acto jurídico es viable conforme al orden 
jurídico y conforme a la voluntad de las personas que ante ellos acuden y que 
los sujetos que se dicen titulares de los bienes y derechos a que se refieren 
los documentos notariales de su autoría, y que se dicen legitimados para 
asumir las consecuencias relacionadas con los mismos, efectivamente 
cuentan con dichas titularidades y legitimación respectiva, así como la 
viabilidad y veracidad de los hechos declarados en los documentos notariales 
en que intervenga, y que para ello deberá realizar todas las investigaciones 
que resulten necesarias; pues con ello se garantizaría un papel activo del 
notario y una verdadera verificación de los extremos aludidos, ya que solo de 
esta manera se garantiza una real seguridad jurídica en la prestación de 
servicios de conferir autenticidad, así como de los actos y hechos pasados 
ante su fe.  
 
Por esto, consideramos proponer el desarrollo de tipos administrativos 
encaminados a exaltar el enfoque aludido, mismos que se estima deberían 
sancionar la conducta relativa con la sanción de revocación, dadas la 
intensidad con que se manifiestan las omisiones señaladas y la grave 
afectación que genera su no verificación en la estabilidad social; en ese 
sentido se estiman conducentes para revocar el fíat o patente notarial, en 
los supuestos siguientes:  
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● No haber solicitado certificado sobre la existencia o inexistencia de 
gravámenes o anotaciones previamente a otorgar escritura en la que se 
declare, reconozca, adquiera, transmita, modifique, limite o grave, la 
propiedad o posesión de bienes inmuebles o cualquier derecho real sobre los 
mismos o que sin serlo, sea inscribible.  
 
● Incumplir la obligación de asegurar y acreditar la identidad y la 
capacidad legal de los comparecientes.  

 
5. Erradicación de conductas relativas a la demora de trámites y 
servicios notariales:   
 
Es una de las situaciones que mayor interés social revisten en relación con la 
práctica notarial, en razón a que se vincula directamente con la atención de 
la demanda de servicios notariales.  
 
En ese sentido, si bien la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato 
establece un tipo administrativo relacionado con el tema, el mismo se torna 
inoperante en el momento de buscar sancionar a los notarios por este motivo, 
pues no se establece legalmente un plazo máximo para la entrega de los 
trámites y servicios notariales que pueda servir como un hito o parámetro para 
medir el incumplimiento respectivo, aunado a que la sanción propuesta en la 
Ley no resulta lo suficientemente disuasoria como para garantizar una real 
medida de control en relación con el punto manifestado, de manera que los 
notarios no sienten preocupación alguna por cumplir con los servicios y 
trámites notariales contratados.  
 
El supuesto aludido es el siguiente:  
 
“Artículo 121. Se impondrá amonestación por escrito al notario que incurra en 
cualquiera de las siguientes causales: 
 
I. Demorar injustificadamente la entrega de algún testimonio o la realización 
de alguna actuación o trámite notarial, solicitados y expensados por el 
interesado…”; 
 
Por eso, los iniciantes estimamos necesario que la Ley establezca un plazo 
máximo para que el notario entregue una solución al tema que le es 
planteado, y que en el mismo sentido se opte por sancionar dicha demora al 
menos con una multa, para que en su caso ello constituya un medio de  



 

56 
 

 
 
coerción efectiva que pueda incluso dar pie a la aplicación de diversa sanción 
de suspensión en relación con el diverso tipo administrativo referido en la 
fracción XV del artículo 123 de la Ley del Notariado para el Estado de 
Guanajuato, para que ello al menos genere una sensación más patente en el 
notariado a entender que si no realizan diligentemente su trabajo, ello podría 
llevarlos a ser suspendidos del ejercicio de la función notarial incluso.  
 
Por ello, se propone que el tipo administrativo se coloque en el catálogo 
relativo a la sanción de multa y que a fin de hacerse realmente operativo se 
modifique su redacción a fin de establecer un parámetro temporal para la 
actuación del notario.  
 
De esta forma el tipo administrativo debería la menos referirse de la manera 
siguiente:  
 
“Artículo 122. Se multará al notario que incurra en cualquiera de los siguientes 
casos: 
 
Demorar injustificadamente por más del tiempo máximo relativo 
establecido53, imputable a la Notaria o Notario Público, la entrega de algún 
testimonio o la realización de alguna actuación o trámite notarial, solicitados 
y expensados por el interesado…”;  
 
6. Erradicación de conductas relacionadas con las prohibiciones a 
los notarios previstas por la Ley del Notariado para el Estado de 
Guanajuato:   
 
Quienes formulamos la presente propuesta consideramos un área más de 
oportunidad que, también la presente iniciativa  se centre en la correcta 
regulación de las prohibiciones a los notarios, pues aun cuando en la Ley 
citada se establecen de manera expresa, existen sólo algunos tipos 
administrativos que en correspondencia con el juicio legislativo que califica a 
dichas conductas como prohibiciones, finalmente las describen como 
conductas merecedoras de sanciones administrativas acordes, siendo 
asistemática la Ley, al existir conductas que siendo prohibiciones terminan, 
por tipicidad, siendo sancionadas como amonestaciones, revelándose así 
una incongruencia sistémica.   
 

 
53 Debe, correlativamente establecerse en una disposición de la Ley del Notariado para el Estado de 
Guanajuato, un plazo para cumplir con la obligación a fin de contar con un parámetro o hito a partir del cual sea 
objetivamente apreciable el incumplimiento a la obligación respectiva. 
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En este tenor, si las prohibiciones fueron establecidas como tales en la Ley, 
todas ellas deberían ser sancionadas en consecuencia, y en ese contexto 
resulta necesaria la formulación de un tipo administrativo que las englobe o 
abarque a todas y sean sancionadas con la misma intensidad, como se dijo 
en un ejercicio de congruencia.  
 
Por lo que se juzga necesaria la incorporación del siguiente tipo 
administrativo, en las causales de la sanción de suspensión del ejercicio de 
la función notarial:  
 
● Incurrir en cualquiera de las prohibiciones previstas en el artículo 31 de 
esta Ley. 
 
En ese tenor, ante la inclusión de una fórmula que lo absorbe debe 
armonizarse en consecuencia la ley y derogarse el tipo administrativo, 
previsto en la fracción XIII del artículo 123 de la Ley del Notariado para el 
Estado de Guanajuato, que dice:   
 
● Por contravenir lo dispuesto en la fracción VIII del artículo 31 de esta 
Ley. 
 
 
7. Erradicación de otras conductas:   
 
Por otro lado, se considera necesario incluir una serie de tipos 
administrativos, que por un lado, podemos catalogar como tendientes a 
exaltar el cumplimiento de las formalidades sustanciales de los documentos 
notariales; y por otro, aquellos que podemos clasificar, como tendientes a 
erradicar conductas relacionadas con infracción al principio de prestación 
personal de la función notarial, y asimismo aquellos que podemos denominar, 
como tendientes a erradicar conductas encaminadas a entorpecer el ejercicio 
de las facultades de inspección y vigilancia de la autoridad, pero todas ellas 
con el sello particular de que afectan gravemente la fe pública, la probidad 
con que debe actuar el Notario Público y la honradez que lo debe caracterizar.  
 
Así dentro de las tendientes a exaltar el cumplimiento de las formalidades 
sustanciales de los documentos notariales, encontramos las siguientes: 
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Sanción de suspensión:  
 
● En caso de que en los instrumentos notariales falta alguna de las firmas 
de los comparecientes sin que conste la razón "NO PASÓ”. 
 
Sanción de revocación del Fíat o de la Licencia: 
 
● Provocar, por culpa o dolo, la nulidad de algún instrumento notarial, así 
declarado por autoridad competente. 
 
● Una vez recibidos los recursos económicos respectivos, no pagar el 
importe de los impuestos, derechos, contribuciones o pagos a terceros que 
generen los actos jurídicos en los términos y plazos previstos en las leyes, 
sin causa justificada. 
 
● Permitir la suplantación de su firma o sello, de comparecientes o que el 
personal de su notaría se ostente como Notario, o que se utilice nombre 
diferente al suyo, o del notario auxiliar, en el exterior del inmueble. 
 
● Autorizar actos sin que firmen previamente los interesados.  
 
● No autorizar los instrumentos de conformidad con lo señalado en esta 
ley, aun y cuando se hayan cumplido todos los requisitos de ley.  

 
● Facilitar el protocolo o folios notariales a terceras personas para 
practicar actividades notariales o de otra cualquier índole.  
 
● Revelar injustificadamente datos sobre los que deba guardar secreto 
profesional. 
  
● Incurrir en falta de probidad durante su actuación.   
 
● Rendir informes falsos a las autoridades.   
 
● Por hacer constar por simple razón mediante anotación en el 
documento notarial respectivo, la revocación, rescisión o modificación del 
acto que contenga.   
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● No librar oficio de notificación de revocación respectivo al Notario ante 
quien se extendió un Poder en su protocolo y fuere expensado por el 
interesado para hacerlo.  
 
Por otro lado, dentro de las tendientes a erradicar conductas relacionadas 
con infracción al principio de prestación personal de la función notarial, 
mismas que se estima deben ser sancionadas con la sanción de revocación 
del fíat o de la Licencia para el ejercicio de la función notarial, consideramos 
los iniciantes se deben incorporar como causales, las siguientes:  
 
● Establecer oficinas diversas a la oficina notarial registrada por la 
autoridad competente, para atender al público en forma personal o a través 
de terceros en o a su nombre en asuntos y trámites notariales. 
  
● Establecer despachos o llevar negocios, en el interior de la oficina 
notarial registrada ante la autoridad competente, ajenos a los servicios 
notariales o cualquier otro que represente un conflicto de interés.  
 
Finalmente, sobre las tendientes a erradicar conductas encaminadas a 
entorpecer el ejercicio de las facultades de inspección y vigilancia de la 
autoridad, mismas que se estima deben ser incorporadas como tipos 
administrativos y ser sancionadas con la revocación del fíat o de la licencia 
para el ejercicio de la función notarial dado que impiden el correcto desarrollo 
de la investigación e instauración de procedimiento respectivo, mismas que 
son diversas a las previstas para sancionar el entorpecimiento de la práctica 
de las visitas de inspección, encontramos las siguientes:  
 
● Por no remitir a la autoridad competente dentro del plazo establecido 
en la ley, las copias certificadas relacionadas con las observaciones 
asentadas por el inspector de notarías y solicitadas por éste en el acta de 
visita de inspección respectiva.  
 
● Por alterar el protocolo, su apéndice e índice, el libro de ratificaciones, 
su apéndice e índice, o cualquier otro documento notarial en relación con las 
observaciones asentadas por el inspector de notarías en el acta de visita. 

 
A continuación, en cuanto a la reformulación en las causales de multa, 
suspensión y revocación, así como la ampliación del catálogo de hipótesis 
típicas para las sanciones de suspensión o revocación del fíat o Licencia para 
realizar la función Notarial incluyendo el precepto que abarque al Notario 
Auxiliar; así como otras normas de la Ley del Notariado para el Estado de  
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Guanajuato que impactan con la presente iniciativa, para hacer más funcional 
la imposición de sanciones que se propone: 
 
Así tenemos, que: 
 
Por lo que toca a la regla general del sistema de responsabilidades 
denominado “De la Responsabilidad Notarial y sus Sanciones”, no 
requiere en cuanto a su título modificación o reforma alguna. Por lo que se 
reforma el artículo 119 y el artículo 120, en su primer párrafo y fracción IV de 
la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, para quedar como sigue:  
 

REDACCIÓN ACTUAL  REDACCIÓN PROPUESTA 
 
Artículo 119. Lo notarios serán responsables 
de los ilícitos y faltas que cometan con motivo 
del desempeño de su función. La 
responsabilidad notarial en que incurran por 
violaciones a los preceptos de esta Ley, se 
hará efectiva por el Titular del Poder Ejecutivo, 
a través del Titular de la Secretaría de 
Gobierno. 
 

 
Artículo 119. Las o los notarios y las o los 
notarios auxiliares serán responsables de 
los ilícitos y faltas que cometan con motivo del 
desempeño de su función. La responsabilidad 
notarial en que incurran por violaciones a los 
preceptos de esta Ley, se hará efectiva por el 
Titular del Poder Ejecutivo, a través del Titular 
de la Secretaría de Gobierno. 

 
Artículo 120. Los notarios responsables del 
incumplimiento de las obligaciones derivadas 
de esta Ley, se harán acreedores a las 
siguientes sanciones: 
 
 
I. Amonestación por escrito; 
 
 
II. Multa de diez a doscientas veces la Unidad 
de Medida y Actualización diaria; 
 
 
III. Suspensión hasta por seis meses; y 
 
 
IV. Revocación del fiat. 
 

 
Artículo 120. Las o los notarios y las o los 
notarios auxiliares responsables del 
incumplimiento de las obligaciones derivadas 
de esta Ley, se harán acreedores a las 
siguientes sanciones: 
 
I. Amonestación por escrito; 
 
II. Multa de diez a doscientas veces la Unidad 
de Medida y Actualización diaria; 
 
III. Suspensión hasta por seis meses; y 
 
IV. Revocación del fíat de notaria o notario 
o de la licencia de notaria o notario 
auxiliar para el ejercicio de la función 
notarial, según corresponda. 
 

 
Ahora bien, por lo que toca a los supuestos de amonestación, se propone la 
reforma el primer párrafo y la derogación de la fracción I del artículo 121 de 
la Ley de Notariado para el Estado de Guanajuato, para quedar como sigue: 
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REDACCIÓN ACTUAL  
 

 
REDACCIÓN PROPUESTA 

 
Artículo 121. Se impondrá amonestación por 
escrito al notario y notario auxiliar que incurra 
en cualquiera de las siguientes causales: 
 
 
 
I. Demorar injustificadamente la entrega de 
algún testimonio o la realización de alguna 
actuación o trámite notarial, solicitados y 
expensados por el interesado; 
 
 

 
Artículo 121. Se impondrá amonestación 
por escrito a las o los notarios y las o los 
notarios auxiliares que incurran en 
cualquiera de las siguientes causales: 
 
 
DEROGADO 
 

 
 
En cuanto a la sanción de multa, se propone la reforma al artículo 122 en 
su primer párrafo y la inclusión de una fracción X, de la Ley del Notariado 
para el Estado de Guanajuato, para quedar como sigue: 
 

REDACCIÓN ACTUAL  
 

REDACCIÓN PROPUESTA 

Artículo 122. Se multará a l notario que incurra 
en cualquiera de los siguientes casos: 
 

Artículo 122. Se multará a las o los 
notarios y las o los notarios auxiliares 
que incurran en cualquiera de los 
siguientes casos: 
 
……. 
 
 
 
IX.  Demorar injustificadamente por 
más tiempo establecido como término 
legal o acordado con el usuario del 
servicio notarial, imputable a las o los 
notarios y las o los notarios auxiliares 
o la Notaría, la entrega de algún 
testimonio o la realización de alguna 
actuación o trámite notarial, 
solicitados y expensados por el 
interesado. 
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En lo que corresponde a la sanción de suspensión del fíat o licencia para 
ejercer la función notarial, se propone la reforma al artículo 123, en su 
primer párrafo, la derogación de las fracciones III, IV y VI, y adicionando 
las fracciones XVI a la fracción XX de la Ley del Notariado para el Estado 
de Guanajuato, para quedar como sigue:    
 

 
REDACCIÓN ACTUAL  
 

 
REDACCIÓN PROPUESTA 

 
Artículo 123. Son causas de suspensión: 
 

 
I. El reincidir en cualquiera de las faltas 
señaladas en el artículo anterior dentro del 
término de dos años de realización de la 
anterior conducta infractora, a excepción de la 
causa prevista en la fracción XII de este 
artículo; 
 

 
Artículo 123. Son causas de suspensión 
para ejercer la función notarial a la 
notaria o notario y de la licencia a la 
notaria o notario auxiliar: 
 

 
I. El reincidir en cualquiera de las faltas 
señaladas en el artículo anterior dentro del 
término de dos años de realización de la 
anterior conducta infractora, a excepción de 
la causa prevista en la fracción XII de este 
artículo; 
 

II. Por desempeñar las funciones notariales en 
estado de embriaguez o bajo la influencia de 
narcóticos, drogas o enervantes; 
 

II. Por desempeñar las funciones notariales 
en estado de embriaguez o bajo la influencia 
de narcóticos, drogas o enervantes; 
 

III. Por no desempeñar personalmente las 
funciones notariales, en los términos del 
artículo 3 de esta Ley o permitir que un tercero 
las desempeñe ostentándose en su nombre; 
 

III. DEROGADA 

IV. Por ejercer la función notarial y alguna de 
las actividades incompatibles con ella, conforme 
a la presente Ley; 
 

IV. DEROGADA 

V. Por tener el protocolo, su apéndice e índice, 
el libro de ratificaciones, su apéndice e índice, 
el sello, hojas de testimonio, hologramas y 
folios no utilizados fuera del domicilio de la 
Notaría Pública sin causa justificada; 
 

V. Por tener el protocolo, su apéndice e 
índice, el libro de ratificaciones, su apéndice 
e índice, el sello, hojas de testimonio, 
hologramas y folios no utilizados fuera del 
domicilio de la Notaría Pública sin causa 
justificada; 
 

VI. Por establecer su oficina notarial en lugar 
distinto al de la ubicación de la Notaría Pública 
o que en oficina distinta atienda o permita 

VI. DEROGADA. 
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atender al público en general bajo la creencia 
de que se trata de la notaría en cuestión; 
 

 

VII. Por actuar de manera conjunta con su 
suplente durante el término de la suplencia; y 
 

VII. Por actuar de manera conjunta con su 
suplente durante el término de la suplencia; 
y 
 

VIII. Por tener folios sin texto y sin inutilizar, 
habiendo utilizado los subsecuentes. 
 

VIII. Por tener folios sin texto y sin 
inutilizar, habiendo utilizado los 
subsecuentes. 
 

IX. Por actuar fuera del lugar de su adscripción, 
salvo los casos permitidos por la Ley; 
 
 

IX. Por actuar fuera del lugar de su 
adscripción, salvo los casos permitidos por la 
Ley; 
 
 

X. Por no permitir u obstruir las inspecciones o 
la labor de los inspectores de notarías en la 
práctica de las visitas ordenadas; 
 

X. Por no permitir u obstruir las inspecciones 
o la labor de los inspectores de notarías en la 
práctica de las visitas ordenadas; 
 

XI. Por haberse formalizado ante su fe menos 
de dos instrumentos notariales en un mes sin 
causa justificada, sin que en éstos se 
encuentren comprendidos los cotejos ni 
ratificaciones; 
 

XI. Por haberse formalizado ante su fe 
menos de dos instrumentos notariales en un 
mes sin causa justificada, sin que en éstos se 
encuentren comprendidos los cotejos ni 
ratificaciones; 
 

XII. Por reincidir en la falta prevista en la 
fracción VIII del artículo 122; 
 

XII. Por reincidir en la falta prevista en la 
fracción VIII del artículo 122; 
 

XIII. Por contravenir lo dispuesto en la fracción 
VIII del artículo 31 de esta Ley; 
 
 

XIII. Por contravenir lo dispuesto en la 
fracción VIII del artículo 31 de esta Ley; 
 
 

XIV. Por carecer de índices u omitir recopilar 
los apéndices del protocolo y del libro de 
ratificaciones; y 
 
 

XIV. Por carecer de índices u omitir recopilar 
los apéndices del protocolo y del libro de 
ratificaciones;  
 
 

XV. Por incumplir con el pago de una multa que 
le haya sido impuesta en los términos de esta 
Ley. 
 

XV. Por incumplir con el pago de una multa 
que le haya sido impuesta en los términos de 
esta Ley. 
 

 
 
SIN REFERENCIA 

 
XVI. Por el extravío de folios, cuando no 
se dé el aviso a la autoridad competente 
dentro del término establecido en la ley; 
o cuando se dé sin establecer el 
supuesto referido en el artículo 58 de 
esta Ley. 
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SIN REFERENCIA 

XVII. Por el extravío de folios, en los 
supuestos a que los que se refieren las 
fracciones I y II del artículo 58 de esta 
Ley.  
 

 
 
 
 
SIN REFERENCIA 

XVIII. Por extravío de tomos o folios 
que integren el Protocolo o el libro de 
ratificaciones, cuando el documento 
notarial estuviese firmado, o contuviere 
las firmas de los comparecientes y fuese 
posible recabar nuevamente alguna de 
ellas.   
 
 

 
 
SIN REFERENCIA 

XIX. Por contravenir lo dispuesto en la 
fracción VIII del artículo 31 de esta Ley. 
 
 

 
 
SIN REFERENCIA 

XX. Por faltar alguna firma de los 
comparecientes, en los documentos o 
instrumentos notariales sin que conste 
la razón "NO PASÓ”. 
 

 
  
 
En lo que corresponde a las causales de revocación del fíat y de la licencia 
para ejercer la función notarial se reforma el artículo 124, en el primer 
párrafo, fracciones IV, VIII, IX y XI y se adicionan las fracciones XIV a la 
LIII, de la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, para quedar como 
sigue:  
 

REDACCIÓN ACTUAL  
 

REDACCIÓN PROPUESTA 

Artículo 124. Se revocará el fíat al notario por 
cualquiera de las causas siguientes: 
 
I. Cuando habiendo terminado el plazo de la 
licencia que le fue concedida, no se presente a 
asumir su función dentro de los noventa días 
hábiles siguientes sin causa justificada; 
 

Artículo 124. Se revocará el fíat a la 
notaria o notario y la licencia a la notaria 
o al notario auxiliar por cualquiera de las 
causas siguientes: 
 
I. Cuando habiendo terminado el plazo de la 
licencia que le fue concedida, no se presente 
a asumir su función dentro de los noventa días 
hábiles siguientes sin causa justificada; 
 

II. Cuando habiendo desaparecido las causas 
que motivaron su suspensión, no se presente a 
asumir su función dentro de los treinta días 
naturales siguientes; 
 

II. Cuando habiendo desaparecido las causas 
que motivaron su suspensión, no se presente 
a asumir su función dentro de los treinta días 
naturales siguientes; 
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III. Si dentro del término de noventa días 
hábiles siguientes a la expedición del fíat no 
iniciara sus funciones sin causa justificada; 
 

III. Si dentro del término de noventa días 
hábiles siguientes a la expedición del fíat no 
iniciara sus funciones sin causa justificada; 
 

IV. Por sentencia condenatoria que cause 
ejecutoria dictada por autoridad judicial como 
consecuencia de la comisión dolosa de un delito 
de tipo patrimonial, de falsificación o permita 
que se falsifique, contra la administración o la 
fe pública, o de aquéllos considerados como 
graves; 
 

IV. Por auto de vinculación a proceso por 
delito grave o de corrupción que amerite 
prisión preventiva o sentencia condenatoria 
que cause ejecutoria dictada por autoridad 
judicial como consecuencia de la comisión 
dolosa de un delito de tipo patrimonial, de 
falsificación o permita que se falsifique, contra 
la administración o la fe pública, o de aquéllos 
considerados como graves; 
 

V. Por haber sido sancionado con suspensión en 
tres procedimientos administrativos distintos 
en un término de cinco años; 
 
 

V. Por haber sido sancionado con suspensión 
en tres procedimientos administrativos 
distintos en un término de cinco años; 
 
 

VI. Por no entregar el sello, el protocolo y 
demás documentos, en un término de setenta 
y dos horas a partir de la notificación de la 
suspensión; 
 
 

VI. Por no entregar el sello, el protocolo y 
demás documentos, en un término de setenta 
y dos horas a partir de la notificación de la 
suspensión; 
 
 

VII. Por seguir actuando estando suspendido; 
 
 

VII. Por seguir actuando estando suspendido; 
 
 

VIII. Por alterar o falsear substancial y 
dolosamente algún instrumento notarial, o 
falsificar alguna firma en el instrumento 
notarial; 
 
 

VIII. Por alterar o falsear substancialmente 
algún instrumento o documento notarial, 
o falsificar alguna firma en el instrumento 
notarial; 
 
 

IX. Por expedir testimonios sin existir el 
instrumento respectivo o sin las firmas o alguna 
de las firmas de los otorgantes, salvo lo 
dispuesto por los artículos 88 y 94 de esta Ley; 
 
 

IX. Por expedir testimonios sin existir el 
instrumento o documento notarial 
respectivo o sin las firmas o alguna de las 
firmas de los otorgantes, salvo lo dispuesto 
por los artículos 88 y 94 de esta Ley; 
 
 

 
 
X. Por tener folios firmados en blanco; 
 
 

 
 
X. Por tener folios firmados en blanco; 
 
 

XI. Por expedir dolosamente testimonio sin 
coincidir con su instrumento en lo substancial 

XI. Por expedir testimonio sin coincidir con 
su instrumento o documento notarial en 
cualquiera de sus partes 

XII. Por abandono de la función notarial, 
cuando transcurran más de seis meses sin que 

XII. Por abandono de la función notarial, 
cuando transcurran más de seis meses sin que 
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el notario la haya ejercido en los términos y 
condiciones previstos en esta Ley; y 
 

el notario la haya ejercido en los términos y 
condiciones previstos en esta Ley;  
 

XIII. Por encontrarse suspendido y actuar por 
interpósito notario en funciones. 
 

 
 

XIII. Por encontrarse suspendido y actuar por 
interpósito notario en funciones; 
 
 

 XIV. Por expedir testimonio sin los 
requisitos previos que, para cada 
caso, determinan las leyes;  
 

 XV. Por expedir copias certificadas, 
certificaciones o testimonio cuando 
el instrumento notarial no se 
encuentre firmado por la Notaria o 
Notario, o no se encuentre 
debidamente sellado;  
 

 XVI. Por expedir copias certificadas, 
certificaciones o testimonios de 
instrumentos notariales no 
autorizados preventiva o 
definitivamente, salvo por 
mandamiento escrito de autoridad 
competente o por disposición de la 
Ley;  
 
 

 XVII. Por expedir copias 
certificadas, certificaciones o 
testimonios de instrumentos 
notariales cuando tuvieran asentada 
la razón "NO PASÓ”, salvo por 
mandamiento escrito de autoridad 
competente o por así disponerlo la 
Ley; 
 

 XVIII. Por expedir copias 
certificadas o certificaciones sin 
coincidir con su documento notarial 
cotejado;  
 

 XIX. Por No conservar 
permanentemente en su apéndice, 
un tanto original del testimonio, 
copia certificada o certificación que 
se expida;   
 

 XX. Por tener folios en el protocolo o 
en el libro de ratificaciones sin 
asentar alguna actuación notarial, 
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habiendo utilizado los anteriores y 
los subsecuentes;  
 

 XXI. Por simular actos jurídicos;  
 

 XXII. Por asentar hechos o actos 
jurídicos que constituyan o 
provoquen fraude procesal o al orden 
jurídico;  
 

 XXIII. Por extravío de tomos o folios 
que integren el Protocolo o el libro de 
ratificaciones, cuando el documento 
notarial estuviese firmado, o 
contuviere las firmas de los 
comparecientes y no fuese posible 
recabar nuevamente alguna de ellas, 
sin que haya tomado las previsiones 
a su alcance para dar solución que 
garantice la seguridad jurídica, 
dentro del término de ley;   
 

 XXIV. Por no haber solicitado 
certificado sobre la existencia o 
inexistencia de gravámenes o 
anotaciones previamente a otorgar 
escritura en la que se declare, 
reconozca, adquiera, transmita, 
modifique, limite o grave, la 
propiedad o posesión de bienes 
inmuebles o cualquier derecho real 
sobre los mismos o que sin serlo, sea 
inscribible;  
 
 

 XXV. Por incumplir la obligación de 
asegurar y acreditar la identidad y la 
capacidad legal de los 
comparecientes;  
 

 XXVI. Por incumplir la obligación de 
asegurar y acreditar la identidad y la 
capacidad legal de los 
comparecientes;  
 

 XXVII. Por provocar, por culpa o 
dolo, la nulidad de algún instrumento 
notarial, así declarado por autoridad 
competente; 
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 XXVIII. Porque una vez recibidos los 
recursos económicos respectivos, no 
realice el pago del importe de los 
impuestos, derechos, contribuciones 
o pagos a terceros que generen los 
actos jurídicos en los términos y 
plazos previstos en las leyes, sin 
causa justificada; 

 XXIX. Por permitir la suplantación de 
su firma o sello, de comparecientes o 
que el personal de su notaría se 
ostente como Notario, o que se 
utilice nombre diferente al suyo, o 
del notario auxiliar, en el exterior del 
inmueble; 
 

 XXX. Por autorizar actos sin que 
firmen previamente los interesados;  
 

 XXXI. Por no autorizar los 
instrumentos de conformidad con lo 
señalado en esta ley, aun y cuando se 
hayan cumplido todos los requisitos 
de ley;  
 

 XXXII. Por facilitar el protocolo o folios 
notariales a terceras personas para 
practicar actividades notariales o de otra 
cualquier índole; 
 

 XXXIII. Por revelar injustificadamente 
datos sobre los que deba guardar secreto 
profesional; 
 

 XXXIV. Por incurrir en falta de probidad 
durante su actuación;   
 

 XXXV. Por rendir informes falsos a las 
autoridades;   
 

 XXXVI. Por hacer constar por simple 
razón mediante anotación en el 
documento notarial respectivo, la 
revocación, rescisión o modificación del 
acto que lo contenga;   
 

 XXXVII. Por no librar oficio de 
notificación de revocación respectivo al 
Notario ante quien se extendió un Poder 
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en su protocolo y fuere expensado por el 
interesado para hacerlo; 
 
 

 XXXVIII. Por establecer oficinas diversas 
a la oficina notarial registrada por la 
autoridad competente, para atender al 
público en forma personal o a través de 
terceros en o a su nombre en asuntos y 
trámites notariales;  
 

 XXXIX. Por establecer despachos o llevar 
negocios, en el interior de la oficina 
notarial registrada ante la autoridad 
competente, ajenos a los servicios 
notariales o cualquier otro que 
represente un conflicto de interés;  

 XL. Por no remitir a la autoridad 
competente dentro del plazo establecido 
en la ley, las copias certificadas 
relacionadas con las observaciones 
asentadas por el inspector de notarías y 
solicitadas por éste en el acta de visita de 
inspección respectiva;  
 

 XLI Por alterar el protocolo, su apéndice 
e índice, el libro de ratificaciones, su 
apéndice e índice, o cualquier otro 
documento notarial en relación con las 
observaciones asentadas por el inspector 
de notarías en el acta de visita; 
 

  
XLII. Por realizar actos que quebranten 
la fe pública en documentos notariales. 
 
 

 XLIII. Por confeccionar o usar 
documentos falsos en la Notaría, 
distintos a los producidos por el ejercicio 
de la función notariales; 
 

  
XLIV. Por omitir identificar debidamente 
a quien otorga poder o usuario final en 
actos o hechos jurídicos realizados 
mediante apoderado en la Notaría a su 
cargo o permitir la suplantación de 
comparecientes; 
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 XLV Por reportar falsamente el extravío 
de folios; 
 

 XLVI. Por alterar la fecha de 
comparecencia o de elaboración de los 
documentos notariales; 
 

  
XLVII. Por ejercer por sí a permitir que 
un tercero ejerza violencia física o 
psicológica, en contra de comparecientes 
a actos jurídicos o de hecho relacionados 
con la función notarial, para que firmen 
documentos notariales contra su 
voluntad; 
 

 XLVIII. Por ejercer cualquier acto que 
constituya monopolio en la función 
notarial y vayan en contra de la libre 
competencia profesional;  
 

 XLXIX. Por alterar la voluntad de un 
testador o confeccionar testamento 
cuando no esta en capacidad de hacerlo 
o bien hacer aparecer como si hubiere 
estado con vida; 
 

 L. Por ordenar o consentir la alteración 
de avalúos de bienes inmuebles 
relacionados con los actos jurídicos que 
se lleven en la Notaría; 
 

 LI. Por recabar firmas por sí o a través de 
terceros, de comparecientes en 
instrumentos o documentos notariales, 
sin que estos hayan comparecido a la 
Notaría, pudiendo hacerlo; 
 

 LII. Por alterar la conformación original 
o foliado de los apéndices notariales, 
para introducir documentos falsos; y 
 

 LIII. Por ejercer violencia de género 
sobre personas usuarias o cualquier 
persona empleada en la Notaría. 
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Finalmente, como preceptos que impactan en la integralidad de la presente 
iniciativa que propone reformas al sistema administrativo sancionador 
notarial, se propone la adición del artículo 27-D a la Ley del Notariado para el 
Estado de Guanajuato, para quedar como sigue: 
 
REDACCIÓN ACTUAL REDACCIÓN PROPUESTA 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
       SIN REFERENCIA 

Artículo 27-D. Al compareciente 
que ante Notaria o Notario o ante 
Notaria o Notario Auxiliar, solicite 
sus servicios notariales y realice 
declaraciones o manifestaciones 
falsas y éstas se inserten o 
asienten en un instrumento o 
documento notarial, se le aplicarán 
las consecuencias jurídicas 
previstas por el artículo 255 del 
Código Penal del Estado de 
Guanajuato. 
 
Las mismas consecuencias 
jurídicas previstas en el artículo 
255 del Código Penal del Estado de 
Guanajuato, se aplicarán a la 
notaria o notario o a la notaria o 
notario auxiliar, que con 
conocimiento reciban e inserten o 
asienten en instrumentos o 
documentos notariales 
declaraciones o manifestaciones 
falsas y la sanción prevista en el 
artículo 124 del presente 
ordenamiento. 

 
  
De ser aprobada, la presente iniciativa, tendrá los siguientes impactos, de 
conformidad con el artículo 209 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado de Guanajuato: 
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I. Impacto jurídico: Se realiza la revisión integral al sistema 
sancionador administrativo notarial, a efecto de que el Notario Público 
responda por irregularidades notariales, dentro de procedimiento 
sancionador, a conductas de gravedad, que ameritan la suspensión 
de la función notarial y o la revocación del fíat. 
 
Se actualiza en el articulado de la ley notarial el lenguaje incluyendo, 
en los preceptos reformados o adicionados, así como se incluye en el 
sistema sancionador a la figura del Notario Auxiliar. 
 
Por otro lado, se establecen nuevas hipótesis como causales de 
suspensión del servicio notarial para el fíat y la licencia del notario 
auxiliar, y de revocación del fíat, por considerarse de suma gravedad. 
 
Y finalmente se incorpora la equiparación del delito de falsedad ante 
autoridad, al particular que se conduzca con falsedad ante notario o 
su auxiliar, y al notario que con conocimiento de la falsedad la inserte 
o plasme en un instrumento notarial que tiene mayor amplitud que la 
concepción técnica de instrumento notarial. 

 
II. Impacto administrativo: No se aprecia impacto administrativo 

 
III. Impacto presupuestario: No se aprecia impacto presupuestario. 

 
IV. Impacto social: Con esta iniciativa, la sociedad se beneficia al estar 

protegida contra actos irregulares cometidos en la función notarial. Se 
pondera la fe pública como de interés social y supremacía del Estado, 
para que los fedatarios públicos en la actividad notarial se conduzcan 
bajo los principios que rigen esta función y se mantenga sólo en ella a 
personas que son profesionales del Derecho probos y honrados que 
merecen seguir recibiendo por delegación la importante función de la 
función pública. 
 
Además, con la propuesta se generan varias hipótesis como causales 
de suspensión de la actividad notarial y de revocación de fíat y de 
licencia de notario auxiliar, para garantizar el buen proceder de ambos. 
 
Y se reconoce que no es justo que haya notarios honestos y probos en 
tanto existen otros que no lo son y se prestan a cualquier acto irregular,  
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ofreciendo servicios caros y de mala calidad jurídica o incluso contra 
las leyes y el interés social. 

 
Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de este H. 
Congreso del Estado de Guanajuato el siguiente:  

 
DECRETO. 

 
PRIMERO: Se reforma el artículo 119 y el artículo 120, en su primer 
párrafo y fracción IV de la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, 
para quedar como sigue: 
 
“Artículo 119. Las o los notarios y las o los notarios auxiliares serán 
responsables de los ilícitos y faltas que cometan con motivo del desempeño 
de su función. La responsabilidad notarial en que incurran por violaciones a 
los preceptos de esta Ley, se hará efectiva por el Titular del Poder Ejecutivo, 
a través del Titular de la Secretaría de Gobierno”. 
 
“Artículo 120. Las o los notarios y las o los notarios auxiliares 
responsables del incumplimiento de las obligaciones derivadas de esta Ley, 
se harán acreedores a las siguientes sanciones: 
 
I. Amonestación por escrito; 
 
II. Multa de diez a doscientas veces la Unidad de Medida y Actualización 
diaria; 
 
III. Suspensión hasta por seis meses; y 
 

IV. Revocación del fíat de notaria o notario o de la licencia de notaria o 
notario auxiliar para el ejercicio de la función notarial, según 
corresponda.” 

 
 
SEGUNDO: Se reforma el primer párrafo y la derogación de la fracción I 
del artículo 121 de la Ley de Notariado para el Estado de Guanajuato, para 
quedar como sigue: 
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“Artículo 121. Se impondrá amonestación por escrito a las o los notarios y 
las o los notarios auxiliares que incurran en cualquiera de las siguientes 
causales: 
 
I. DEROGADA…” 
 
 
TERCERO: Se reforma al artículo 122 en su primer párrafo y la inclusión de 
una fracción X, de la Ley del Notariado para el Estado de Guanajuato, para 
quedar como sigue: 
 
“Artículo 122. Se multará a las o los notarios y las o los notarios 
auxiliares que incurran en cualquiera de los siguientes casos: 
……. 
 
IX.  Demorar injustificadamente por más tiempo establecido como 
término legal o acordado con el usuario del servicio notarial, imputable 
a las o los notarios y las o los notarios auxiliares o la Notaría, la entrega 
de algún testimonio o la realización de alguna actuación o trámite 
notarial, solicitados y expensados por el interesado”. 
 
CUARTO: Se reforma el artículo 123, en su primer párrafo, se derogan 
las fracciones III, IV y VI, y se adicionan las fracciones XVI a XX de la Ley 
del Notariado para el Estado de Guanajuato, para quedar como sigue:    
 
“Artículo 123. Son causas de suspensión para ejercer la función notarial 
a la notaria o notario y de la licencia a la notaria o notario auxiliar: 
 
I a II…… 
 
III. DEROGADA. 
 
IV. DEROGADA.  
 
VI. DEROGADA. 
 

XV. Por el extravío de folios, cuando no se dé el aviso a la autoridad 
competente dentro del término establecido en la ley; o cuando 
se dé sin establecer el supuesto referido en el artículo 58 de 
esta Ley; 
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XVII. Por el extravío de folios, en los supuestos a que los que se refieren 
las fracciones I y II del artículo 58 de esta Ley;  
  
XVIII. Por extravío de tomos o folios que integren el Protocolo o el libro 
de ratificaciones, cuando el documento notarial estuviese firmado, o 
contuviere las firmas de los comparecientes y fuese posible recabar 
nuevamente alguna de ellas;   
 
XIX. Por contravenir lo dispuesto en la fracción VIII del artículo 31 de 
esta Ley; y 
 
XX. Por faltar alguna firma de los comparecientes, en los documentos o 
instrumentos notariales sin que conste la razón "NO PASÓ”. 
 
 
QUINTO. Se reforma el artículo 124, en su primer párrafo y fracciones IV, 
VIII, IX y XI y se adicionan las fracciones XIV a la LIII, de la Ley del 
Notariado para el Estado de Guanajuato, para quedar como sigue: 
 
“Artículo 124. Se revocará el fíat a la notaria o notario y la licencia a la notaria 
o al notario auxiliar por cualquiera de las causas siguientes: 
 
I a III…; 
 
IV. Por auto de vinculación a proceso por delito grave o de corrupción que 
amerite prisión preventiva o sentencia condenatoria que cause ejecutoria dictada por 
autoridad judicial como consecuencia de la comisión dolosa de un delito de tipo 
patrimonial, de falsificación o permita que se falsifique, contra la administración o la fe 
pública, o de aquéllos considerados como graves; 
 
V a VII…; 
 
VIII. Por alterar o falsear substancialmente algún instrumento o documento 
notarial, o falsificar alguna firma en el instrumento notarial; 
 
IX. Por expedir testimonios sin existir el instrumento o documento notarial 
respectivo o sin las firmas o alguna de las firmas de los otorgantes, salvo lo dispuesto 
por los artículos 88 y 94 de esta Ley; 
 
X….; 
 
XI. Por expedir testimonio sin coincidir con su instrumento o documento notarial 
en cualquiera de sus partes 
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XII….; 
 
XIII…; 
 
XIV. Por expedir testimonio sin los requisitos previos que, para cada caso, 

determinan las leyes;  
 
XV. Por expedir copias certificadas, certificaciones o testimonio cuando el 

instrumento notarial no se encuentre firmado por la Notaria o Notario, 
o no se encuentre debidamente sellado;  

 
XVI. Por expedir copias certificadas, certificaciones o testimonios de 

instrumentos notariales no autorizados preventiva o definitivamente, 
salvo por mandamiento escrito de autoridad competente o por 
disposición de la Ley;  

 
XVII. Por expedir copias certificadas, certificaciones o testimonios de 

instrumentos notariales cuando tuvieran asentada la razón "NO 
PASÓ”, salvo por mandamiento escrito de autoridad competente o por 
así disponerlo la Ley; 
 

XVIII. Por expedir copias certificadas o certificaciones sin coincidir con su 
documento notarial cotejado;  
 

XIX. Por No conservar permanentemente en su apéndice, un tanto 
original del testimonio, copia certificada o certificación que se 
expida;   

 
XX. Por tener folios en el protocolo o en el libro de ratificaciones sin 

asentar alguna actuación notarial, habiendo utilizado los anteriores 
y los subsecuentes;  

 
XXI. Por simular actos jurídicos;  
 

XXII. Por asentar hechos o actos jurídicos que constituyan o provoquen 
fraude procesal o al orden jurídico;  

 
XXIII. Por extravío de tomos o folios que integren el Protocolo o el libro de 

ratificaciones, cuando el documento notarial estuviese firmado, o 
contuviere las firmas de los comparecientes y no fuese posible 
recabar nuevamente alguna de ellas, sin que haya tomado las 
previsiones a su alcance para dar solución que garantice la seguridad 
jurídica, dentro del término de ley;   

 
XXIV.   Por no haber solicitado certificado sobre la existencia o inexistencia 

de gravámenes o anotaciones previamente a otorgar escritura en la 
que se declare, reconozca, adquiera, transmita, modifique, limite o 
grave, la propiedad o posesión de bienes inmuebles o cualquier 
derecho real sobre los mismos o que sin serlo, sea inscribible;  
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XXV.    Por incumplir la obligación de asegurar y acreditar la identidad y la 

capacidad legal de los comparecientes;  
 
XXVI.  Por incumplir la obligación de asegurar y acreditar la identidad y, la  

capacidad legal de los comparecientes;  
 
XXVII. Por provocar, por culpa o dolo, la nulidad de algún instrumento 

notarial, así declarado por autoridad competente; 
 
XXVIII. Porque una vez recibidos los recursos económicos respectivos, no 
realice el pago del importe de los impuestos, derechos, contribuciones o 
pagos a terceros que generen los actos jurídicos en los términos y plazos 
previstos en las leyes, sin causa justificada; 

 
XXIX. Por permitir la suplantación de su firma o sello, de comparecientes o 
que el personal de su notaría se ostente como Notario, o que se utilice 
nombre diferente al suyo, o del notario auxiliar, en el exterior del inmueble; 
 
XXX. Por autorizar actos sin que firmen previamente los interesados; 
  
XXXI. Por no autorizar los instrumentos de conformidad con lo señalado en 
esta ley, aun y cuando se hayan cumplido todos los requisitos de ley;  
 
XXXII. Por facilitar el protocolo o folios notariales a terceras personas para 
practicar actividades notariales o de otra cualquier índole; 
 
XXXIII. Por revelar injustificadamente datos sobre los que deba guardar 
secreto profesional; 
 
XXXIV. Por incurrir en falta de probidad durante su actuación;   
 
XXXV. Por rendir informes falsos a las autoridades;   
 
XXXVI. Por hacer constar por simple razón mediante anotación en el 
documento notarial respectivo, la revocación, rescisión o modificación del acto 
que lo contenga;   
 
XXXVII. Por no librar oficio de notificación de revocación respectivo al Notario 
ante quien se extendió un Poder en su protocolo y fuere expensado por el 
interesado para hacerlo; 
 
XXXVIII. Por establecer oficinas diversas a la oficina notarial registrada por la 
autoridad competente, para atender al público en forma personal o a través de 
terceros en o a su nombre en asuntos y trámites notariales;  
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XXXIX. Por establecer despachos o llevar negocios, en el interior de la oficina 
notarial registrada ante la autoridad competente, ajenos a los servicios 
notariales o cualquier otro que represente un conflicto de interés;  
 
XL. Por no remitir a la autoridad competente dentro del plazo establecido en la 
ley, las copias certificadas relacionadas con las observaciones asentadas por el 
inspector de notarías y solicitadas por éste en el acta de visita de inspección 
respectiva;  
 
XLI Por alterar el protocolo, su apéndice e índice, el libro de ratificaciones, su 
apéndice e índice, o cualquier otro documento notarial en relación con las 
observaciones asentadas por el inspector de notarías en el acta de visita; 
 
XLII. Por realizar actos que quebranten la fe pública en documentos notariales. 
 
XLIII. Por confeccionar o usar documentos falsos en la Notaría, distintos a los 
producidos por el ejercicio de la función notariales; 
 
XLIV. Por omitir identificar debidamente a quien otorga poder o usuario final 
en actos o hechos jurídicos realizados mediante apoderado en la Notaría a su 
cargo o permitir la suplantación de comparecientes; 
 
XLV Por reportar falsamente el extravío de folios; 
 
XLVI. Por alterar la fecha de comparecencia o de elaboración de los documentos 
notariales; 
 
XLVIII. Por ejercer cualquier acto que constituya monopolio en la función 
notarial y vayan en contra de la libre competencia profesional;  
 
XLXIX. Por alterar la voluntad de un testador o confeccionar testamento cuando 
no está en capacidad de hacerlo o bien hacer aparecer como si hubiere estado 
con vida; 
 
L. Por ordenar o consentir la alteración de avalúos de bienes inmuebles 
relacionados con los actos jurídicos que se lleven en la Notaría; 
 
LI. Por recabar firmas por sí o a través de terceros, de comparecientes en 
instrumentos o documentos notariales, sin que estos hayan comparecido a la 
Notaría, pudiendo hacerlo; 
 
LII. Por alterar la conformación original o foliado de los apéndices notariales, 
para introducir documentos falsos; y 
 
LIII. Por ejercer violencia de género sobre personas usuarias o cualquier 
persona empleada en la Notaría”. 
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SEXTO:  Se propone la adición del artículo 27-D a la Ley del Notariado para 
el Estado de Guanajuato, para quedar como sigue: 
 
“Artículo 27-D. Al compareciente que ante Notaria o Notario o ante 
Notaria o Notario Auxiliar, solicite sus servicios notariales y realice 
declaraciones o manifestaciones falsas y éstas se inserten o asienten 
en un instrumento o documento notarial, se le aplicarán las 
consecuencias jurídicas previstas por el artículo 255 del Código Penal 
del Estado de Guanajuato. 
 
Las mismas consecuencias jurídicas previstas en el artículo 255 del 
Código Penal del Estado de Guanajuato, se aplicarán a la notaria o 
notario o a la notaria o notario auxiliar, que con conocimiento reciban e 
inserten o asienten en instrumentos o documentos notariales 
declaraciones o manifestaciones falsas y la sanción prevista en el 
artículo 124 del presente ordenamiento. 
 

TRANSITORIOS. 
Artículo Primero: El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente 
de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Guanajuato.  
 
Artículo Segundo: Los procedimientos sancionadores iniciados por una 
irregularidad determinada seguirán su tramitación en los términos del 
procedimiento y las sanciones aplicables al momento de su comisión.  
 
Artículo Tercero: En los procedimientos donde se reubique la conducta, 
si es más grave, se aplicará la sanción menos grave, y si es menos grave 
se aplicará la menos gravosa al incoado.  
 

Guanajuato, Gto., a 6 de Diciembre de 2022. 
Diputadas y Diputados integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 
 
DIP. GUSTAVO ADOLFO ALFARO REYES. 
 
DIP. RUTH NOEMÍ TISCAREÑO AGOITIA. 
 
DIP. ALEJANDRO ARIAS ÁVILA. 
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ad-d3-05-a3-41-72-a0-ea-31-5e-0c-ac-68-87-eb-43-65-cc-a3-eb-7e-2a-fa-ae-90-24-44-81-1d-76-cb-c1-25-85-cc-55-63-29-b1-a4-2f-ac-13-ac-53-59-
5a-1c-08-e8-e0-83-f8-4d-1d-dc-c1-08-43-62-66-49-f4-3a-2e-f7-f1-fb-3c-18-86-55

OCSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/12/2022  11 :19 :45  a .  m.  -
07/12/2022 05:19:45 a. m.

Nombre
Respondedor:

Servicio  OCSP  de  la  AC  del  Poder
Legislativo del Estado de Guanajuato

Emisor
Respondedor:

AUTORIDAD  CERTIFICADORA  DEL
PODER  LEGISLATIVO DEL  ESTADO
DE GUANAJUATO

Número de Serie: 50.4c.45.47.30.31.30.35

TSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/12/2022  11 :19 :46  a .  m.  -
07/12/2022 05:19:46 a. m.

Nombre Emisor
de Respuesta TSP:

Advantage Security PSC Estampado
de Tiempo 1

Emisor Certificado
TSP:

Autor idad  Cer t i f i cadora  Ra iz
Segunda de Secretaria de Economia

Identificador de
Respuesta TSP: 638059871860456314

Datos
Estampillados: 4zh4p/KSM9zYmXztk0+V5mSjcvA=

CONSTANCIA NOM 151
Índice: 289047012

Fecha
(UTC/CDMX):

07/12/2022  11 :19 :49  a .  m.  -
07/12/2022 05:19:49 a. m.

Nombre del
Emisor: Advantage Security PSC NOM151

Número de Serie: 2c
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FIRMA
Nombre Firmante: KARLA ARREDONDO SANCHEZ Validez: Vigente

No. Serie: 50.4c.45.47.30.31.00.00.00.06.24 Revocación: No Revocado

Fecha (UTC/CDMX): 07/12/2022 01:41:36 p. m. - 07/12/2022 07:41:36 a. m. Estatus: Válida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena de Firma:

9a-c9-60-89-1b-db-97-24-98-d6-ad-23-28-2e-91-da-ab-43-be-1c-4c-9b-ab-c9-2a-da-cc-83-6d-09-e7-1b-48-6c-e9-78-65-bf-b9-2a-84-d0-8b-f7-71-
52-34-72-17-9c-a1-24-7b-1a-0a-65-c2-b6-05-f4-85-a0-38-7d-75-18-bd-b2-82-b9-bc-75-0e-2c-e6-32-3f-f0-47-af-5a-07-b2-10-1f-14-16-31-ee-9f-17-
68-18-17-7b-35-f1-d0-b3-67-d0-0b-3e-fe-d8-a4-7f-c9-f3-e0-2f-51-b0-85-6b-93-ec-2a-aa-4f-ca-98-5b-0a-c4-01-42-f7-70-e5-09-22-73-ab-62-cc-52-
7a-57-30-dc-b6-c0-f5-84-31-2b-f4-6e-3d-90-bc-bc-57-88-a6-65-c4-2d-45-15-a6-75-cb-41-aa-5d-ff-d7-75-d1-27-f5-3d-89-92-d9-99-af-47-16-05-d9-
70-f2-28-1e-00-0f-6f-58-1a-4e-db-a7-e7-f4-e6-75-8d-e4-36-7e-73-55-19-00-ac-1a-e7-f9-26-14-2d-18-9a-24-12-b7-91-4f-79-f4-3d-d6-28-b1-cd-3c-
f1-e7-b0-19-f0-81-4e-46-79-3c-7b-d8-f3-6c-cc-9e-f4-fb-bd-e5-6b-65-95-c1-1f-8f-18

OCSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/12/2022  01 :42 :52  p .  m.  -
07/12/2022 07:42:52 a. m.

Nombre
Respondedor:

Servicio  OCSP  de  la  AC  del  Poder
Legislativo del Estado de Guanajuato

Emisor
Respondedor:

AUTORIDAD  CERTIFICADORA  DEL
PODER  LEGISLATIVO DEL  ESTADO
DE GUANAJUATO

Número de Serie: 50.4c.45.47.30.31.30.35

TSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/12/2022  01 :42 :56  p .  m.  -
07/12/2022 07:42:56 a. m.

Nombre Emisor
de Respuesta TSP:

Advantage Security PSC Estampado
de Tiempo 1

Emisor Certificado
TSP:

Autor idad  Cer t i f i cadora  Ra iz
Segunda de Secretaria de Economia

Identificador de
Respuesta TSP: 638059957761705443

Datos
Estampillados:

FEtaZDoqolHv+m+VQkpDWpVBbgw
=

CONSTANCIA NOM 151
Índice: 289049444

Fecha
(UTC/CDMX):

07/12/2022  01 :43 :01  p .  m.  -
07/12/2022 07:43:01 a. m.

Nombre del
Emisor: Advantage Security PSC NOM151

Número de Serie: 2c
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